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INTRODUCCIÓN 
 
 

 Desde sus inicios, sabemos que las cárceles han sido un gran problema en 

todo el mundo, y se han escrito sobre la materia una incalculable cantidad de 

obras, concluyendo que al transcurso del tiempo no se han encontrado cambios 

sustantivos, ya que en lugar de que desaparezcan las cárceles, por el contrario y 

por la necesidad generada por el incremento de la delincuencia, se han tenido 

que construir nuevos centros penitenciarios, tanto en el Distrito Federal como 

entidades federativas del país. 

 

 Esto da como consecuencia el hacernos una pregunta ¿Qué o quienes han 

fallado para que en el país siga proliferando la delincuencia, y domo consecuencia 

de esto, la necesidad de crear nuevos centros carcelarios? Será acaso la familia; 

la educación elemental; serán acaso las amistades en el medio que uno se 

desenvuelve; será acaso la inflación o la crisis en que vive el país; será el 

hambre; o serán las autoridades que propicien que los individuos infrinjan las 

leyes y como consecuencia las personas ingresen a las cárceles. 

 

 Analizando este problema en nuestro país, nos encontramos con una 

situación muy crítica, que resulta humanamente imposible resolverlo de un día 

para otro, y es por ello que me he dado a la tarea de realizar un estudio y un 

análisis, más que teórico práctico, aportar un granito de arena tendiente a resolver 

dicho problema. 

 

 Existen un nuestro país, a lo largo de todo el territorio nacional, una gran 

cantidad de reclusorios, centros penitenciarios, centros de readaptación social, 

que albergan a delincuentes, donde las autoridades no se dan abasto en lo más 

mínimo y elemental, para atender a todos los individuos, tanto nacionales como 

extranjeros, que cometen algún delito. 

 

 Vemos que en los centros de readaptación social existen en la franja 

fronteriza del norte de nuestro país, están recluidos delincuentes, que en su 

mayoría, son del fuero del orden federal, los que específicamente han cometido 

algún delito en contra de la salud, existiendo un grave problema en razón de que 



para manutención de éstos el presupuesto que otorgan las autoridades 

correspondientes es muy poco, lo que da como consecuencia que exista 

corrupción en dichos establecimientos carcelarios. Cabe manifestar que en dichos 

centros están recluidos indígenas de casi todas las etnias que existen en el 

territorio nacional, internos que en muchas veces ni siquiera hablan el español, 

esto es, que solamente hablan dialecto, por lo que les es casi imposible la 

comunicación con las autoridades y con los demás internos, aunado a la falta de 

traductores; por ello sus procesos están casi en su totalidad estancados. Cabe 

hacer mención que la mayoría de estos indígenas cometieron delitos en contra de 

la salud, en donde los grandes narcotraficantes los utilizan para transportar la 

droga a la frontera, y éstos, por la necesidad de conseguir recursos económicos 

para la manutención de su familia, realizan el trabajo sin pensar en las 

consecuencias que esto les puede ocasionar, como que los detengan y los 

internen en una cárcel, lo que trae como consecuencia, entre otras cosas, la 

sobrepoblación de los Centros de Readaptación Social de esta zona del país. 

 

 Es muy  importante que las autoridades correspondientes, se propongan a 

elaborar una legislación adecuada para regular todos los centros penitenciarios 

que existen en la República Mexicana, misma que debe ser aplicada tanto en el 

Distrito Federal como en todas las entidades Federativas. 

 

 En este trabajo se encontrará una remembranza histórica de las cárceles 

en nuestro país, destacando lo más importante desde sus inicios hasta nuestros 

días, así como de las cárceles en otros países. 

 

 También se analizará el concepto de readaptación social, su objetivo, la 

forma teórica y práctica de la misma. 

 

 En el capítulo segundo, los temas denominados “LA READAPTACIÓN 

SOCIAL DESDE UN PUNTO DE VISTA ADMINISTRATIVO” Y “ESTE ESTUDIO 

DESDE UN PUNTO DE VISTA JURÍDICO” , se harán manifestaciones respecto a 

la administración y procuración de justicia desde un punto de vista jurídico, esto 

es, del Derecho, en aspectos generales, mismos que de deben de relacionar con 

la materia penitenciaria. 



 En varios capítulos del presente trabajo, se mencionan y analizan los 

conceptos de educación y trabajo, como medios de readaptación social de los 

internos, que están recluidos en los centros penitenciarios por haber cometido 

algún delito. Así como si el trabajo y la educación, técnicamente son los 

conductos por medio de los cuales se deben de tratar a todos los internos para 

alcanzar la readaptación social, siendo que éstos elementos deben difundirse más 

ampliamente entre los presos de los diferentes centros penitenciarios, así como el 

hecho de que las autoridades carcelarias deben de brindarle mayor atención a los 

reclusos, ya sean federales o estatales, y otorgar un mayor presupuesto. 

 

 Al final de este trabajo, en el capítulo de conclusiones, se presentarán 

varias prepositivas, tendientes a resolver, si no en su totalidad, si la mayoría de 

los problemas que existen en los centros penitenciarios. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 
MARCO TEÓRICO DE LA READAPTACION SOCIAL 

 
 
2.1 CONCEPTOS PENITENCIARIOS 
 
 
 El objetivo de este capítulo es el de conocer las principales acepciones y 

conceptos relacionados con la materia de este trabajo: Derecho Penitenciario, ya 

que muchas de las definiciones de  las palabras como adaptación, cárcel  y 

condena, entre otros, equivocadamente se presume que significan  lo mismo, y  

en realidad no es cierto. 

 
 ADAPTACIÓN.- Concepto similar a los de acomodación. Ajuste. Proceso 

por el cual un individuo modifica conscientemente una característica socialmente 

adquirida, a fin de ejecutarlas en un modelo o norma que se estime deseable. 

  
 CARCEL.- nombre alternativo al de prisión, lugar destinado a la reclusión 

de los presos como pena. 

 
 CONDENA.- Resolución o sentencia de la autoridad judicial, que impone al 

penalmente responsable de un delito, una sanción. 

 
 CONSEJO TÉCNICO INTERDISCIPLINARIO.- Órgano de orientación, 

consulta y asesoría para determinar los tratamientos para la readaptación de los 

internos y la  buena marcha de los centros, mismo que se integrará por el Director 

del Centro (Presidente), y por los Subdirectores, Jefes o Encargados de las 

Áreas: Jurídicas (Secretario General), Técnica, administrativa, del Centro de 

Observación y Clasificación, Actividades Educativas o Centros Escolares, Servicio 

Médico, Seguridad y Custodia, Criminología Psicología Pedagogía, Psiquiatría, 

Trabajo Social, Organización o Bolsa de Trabajo, Sociología, etc., debiendo asistir 

un representante de la Dirección y Readaptación Social en la entidad. 

 

 INDICIADO.- Calidad jurídica que tiene una persona al ser acusada 

penalmente durante la etapa de averiguación previa, al momento de su ingreso a 
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prisión y hasta que se le dicte formal prisión, debiendo permanecer en la zona de 

ingreso del centro penitenciario también significa indiciado, señalado por el dedo. 

 
 INTERNAMIENTO.- Acción y efecto de internar, ingresar a una persona a 

un centro penitenciario, convirtiéndose en recluso, interno, presidiario. 

 
 INTERNO.- Persona que se encuentra privada de su libertad, fundada en 

una resolución de autoridad competente, recluso, presidiario. 

 
 PENA.- Sanción impuesta por la ley a quien, por haber cometido un delito o 

falta ha sido condenado, en sentencia firme por el órgano jurisdiccional 

competente. 

 

 Es forzoso que la pena esté establecida por la ley con anterioridad a la 

comisión del hecho delictivo (rige el denominado principio de legalidad), y obliga a 

su ejecución una vez haya sentencia firme dictada por el tribunal competente. 

 

 Son varios los criterios clasificatorios de las penas. El que resulta admitido 

con mayor frecuencia por las legislaciones es el que se distingue entre penas 

graves, que sancionan la comisión de delitos, y penas leves aplicables a las 

faltas. 

 

 Las penas pueden ser privativas de libertad, que suponen el internamiento 

del reo en un centro penitenciario, y pueden tener diversa duración según lo que 

establezca  la ley para cada delito. A menudo los sistemas dan a estas penas 

diferentes denominaciones, dada su distinta duración; por ejemplo de reclusión, 

prisión y arresto. También es posible la privación de libertad en el propio domicilio 

del reo, como sucede en el denominado arresto domiciliario. 

  

Asimismo, cabe la posibilidad de que la condena al reo no suponga 

privación de libertad pero sí su reducción, como lo que sucede en la denominada 

pena de extrañamiento, que supone la expulsión del condenado del territorio 

nacional por el tiempo que dure la condena, o la pena de destierro, que supone la 



 31

prohibición del penado de entrar en puntos concretos del territorio nacional 

detallados en la sentencia. 

 

 En ocasiones, la ley puede sancionar la comisión de un determinado delito 

o falta, restringiendo al reo el ejercicio de determinados derechos, como  ocurre 

con la suspensión de un cargo público, la suspensión del derecho de sufragio, o la 

privación del permiso de conducción de vehículos de motor. 

 

 En pocas legislaciones las penas pueden graduarse según criterios legales, 

en atención a las circunstancias concurrentes en el caso concreto de que se 

juzga. La ley fija un tope máximo y otro mínimo dentro de los cuales el juez tiene 

un margen para actuar. Por ejemplo, en un delito que tiene asignada una pena 

privativa de libertad, el juez o el tribunal, atendiendo a la concurrencia de 

circunstancias atenuantes o agravantes, el grado de participación del autor (autor, 

cómplice o encubridor), puede graduar la pena dentro de esos márgenes que 

establece la ley , de 10 a 20 años. Como  por ejemplo se trata de acomodar lo 

mejor posible la sanción impuesta por la ley, a las circunstancias del caso 

concreto que se juzga. 

 

 Desde otro punto de vista, prisión es la denominación genérica que reciben 

las penas privativas de libertad, es decir, la sanción penal en sí. (29) 

 
 PRELIBERACION.-  El tratamiento de preliberación en un beneficio 

concedido por la Ley de Normas Mínimas, otorgado y controlado por el Órgano 

Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social, a través de su oficina 

local. Este tratamiento podrá comprender:  

 

 

 

 

 
29.- Manual de funciones y procedimientos para el área de trabajo social. Pág: 44 

Manual tipo de organización y funciones de los centros de Readaptación de la República Mexicana. 

Dirección de Prevención y Readaptación. 

Secretaria de Gobernación. Marzo de 1995. 
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1) Información y orientación especial y discusión con el interno;  

 

2) Métodos colectivos;  

 

3) Concesión de mayor libertad dentro del establecimiento;  

 

4) Traslado a institución abierta; y   

 

5) Permisos de salida de fines de semana o diaria con reclusión nocturna, 

o bien de salida de días hábiles con reclusión de fin de semana. 

(Artículo 8 de la Ley de Normas Mínimas). 

 

 Este beneficio se concede previa valoración de los índices de readaptación 

social, que presenta el interno durante el tiempo de su internamiento, con apego a 

las 5 fracciones de que constan el artículo antes mencionado, que aparejan una 

preparación gradual para la liberación definitiva de mayor a menor restricción. No 

es sustituto de la prisión sino un punto final. (30) 

 
 PRESIDIO.- De acuerdo a su definición etimológica, proviene de la voz 

latina Praesidium, que implica guarnición de soldado, custodia, defensa, 

protección, plaza fuerte, ciudad amurallada, etc., y que con este significado de 

carácter castrense pasó a la lengua española, lo que hoy en día no podría 

conferírsele ese sentido sin incurrir en un arcaísmo. Esta palabra está 

íntimamente relacionada con la pena privativa de libertad y su forma de ejecución, 

por lo que la Real Academia Española de la Lengua ya nos da el significado de 

esta palabra, asignándole además, el de establecimiento penitenciario en donde 

cumplen sus sentencias los penados por graves delitos. (31) 

 
 PRISION.-  1.- Etimológicamente, viene del latín prehensio, onis f. Acción 

de prender, asir o coger. 2.- Cárcel o sitio donde se encierra o asegura a los 

presos. (32) 
30.- Diccionario de la Lengua Español. Espasa- Calpe. 19ª. Ed. Madrid, España. 1970. Pág. 214. 

31.- Diccionario Nueva Enciclopedia Cultural .Ramón Sopena . 1ª. Ed. Barcelona, España. 1975. Pág. 196. 

32.- Enciclopedia Microsoft Encarta 2002. 
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 PRISION.- institución penitenciaria en la que tiene lugar el cumplimiento de 

las penas privativas de libertad. Se comprenden en esta expresión no sólo los 

establecimientos destinados a la ejecución de las penas, sino también los  locales 

preventivos destinados a la retención y custodia de detenidos y presos, así como 

los de carácter especial, que son centros hospitalarios, clínicas de 

desintoxicación, espacios de rehabilitación o reeducación social, y otras 

dependencias. 

 
PROCESADO.- Sujeto a proceso penal. Esta calidad jurídica se tiene 

desde el momento en que se dicta formal prisión hasta antes de dictar sentencia. 

 
 SENTENCIADO.- Dícese al individuo que adquiere la calidad jurídica de 

sentenciado, en virtud de haberse dictado una sentencia en el proceso instruido 

en su contra. 

 

 REHABILITACION.- Conjunto de procedimientos dirigidos a reeducar y 

orientar a personas que han sufrido algún tipo de reducción física, psíquica o 

sensorial, de modo que sustituya la condición que falta, por otra que le permitan 

desenvolverse con relativa autonomía y alcanzar una adecuada integración a la 

sociedad. 

 
 
2.2 LA READAPTACION SOCIAL DESDE UN PUNTO DE VISTA TEÓRICO  
 
    
 El objeto de este capítulo es el de estudiar a la readaptación social desde 

un punto de vista teórico, esto es, mencionar los elementos con que cuentan las 

autoridades para lograr la readaptación del delincuente, que está purgando una 

pena privativa de libertad, y que se encuentra internado en un centro 

penitenciario. 

 

 En primer lugar, se puede decir que la readaptación social tiene por objeto 

preparar física, psíquica y mentalmente al individuo, a efecto de que modifique 

conscientemente una característica socialmente adquirida, que le permitan 
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desenvolverse con relativa autonomía y alcanzar una adecuada integración a la 

sociedad. 

 

 El artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

establece en su párrafo segundo que: 

 

"Los gobiernos de la federación y de los Estados organizarán el 

sistema penal, en sus respectivas jurisdicciones, sobre la base del 

trabajo, capacitación para el mismo y la educación como medios 

para la readaptación social del delincuente". 

 

 

 Así mismo, el artículo 2 de la Ley que Establece las Normas Mínimas sobre 

Readaptación Social de Sentenciados, establece que:  

 

 

"El sistema penal se organizará sobre la base de trabajo, la 

capacitación para el mismo y la educación como medios para la 

readaptación social del delincuente". (33) 

 

En el CONSIDERANDO del Reglamento de los Centros Federales de 

Readaptación Social, establece que:  

 

"Que de acorde con lo dispuesto por el artículo 18 de la 

Constitución Política de los Estados, la finalidad de la pena privativa 

de libertad, es la readaptación social del sentenciado, sobre la base 

de la educación, el trabajo y la capacitación para el mismo:" (34)    

  
 
 También el artículo 4 del Reglamento de los Centros Federales de 

Readaptación Social, menciona que: 

 

 
33.- Ley que establece las normas Mínimas sobre la Readaptación Social de Sentenciados. 

34.- Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social. 
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"El tratamiento de los Centros Federales de Readaptación Social, se 

establecerá sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo 

y la educación como medios de readaptación social del reo, 

procurando siempre su reingreso a la comunidad como un miembro 

más socialmente productivo, acorde con el marco jurídico regulado 

por el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos y la Ley que Establece las Normas Mínimas Sobre 

Readaptación Social de Sentenciados”. 

 

 

 Dado los preceptos legales antes mencionados, encontramos que 

básicamente hay 2 medios que se aplican a los delincuentes, a efecto de lograr la 

readaptación social de los mismos,  los cuales son: I) El trabajo y la Capacitación 

del mismo; y II) La Educación. Estos conceptos se analizarán de conformidad con 

las leyes establecidas para ello. 

 
I. TRABAJO Y CAPACITACION PARA EL MISMO 

 
El artículo 10 de la Ley que Establece las Normas Mínimas Sobre 

Readaptación Social de Sentenciados, establece lo siguiente: 

 

"La asignación de los internos al trabajo se hará tomando en cuenta 

los deseos, la vocación, las aptitudes, la capacitación laboral y el 

tratamiento de aquéllos, así como las posibilidades del reclusorio. El 

trabajo en los reclusorios se organizará precio estudio de las 

características de la economía local, especialmente del mercado 

oficial, a fin de favorecer la correspondencia entre las demandas de 

ésta y la producción penitenciaria, con vistas a la autosuficiencia 

económica del establecimiento. Para este último efecto, se trazará 

un plan de trabajo y producción  que sea sometido a la aprobación 

del gobierno del Estado, y en los términos del convenio respectivo, 

la Dirección General de Servicios coordinados. 
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Los reos pagarán sostenimiento en el reclusorio con cargo a la 

percepción que en éste tenga como resultado del trabajo que 

desempeñen. Dicho pago se establecerá a base de descuentos 

correspondientes as una proporción adecuada de la remuneración, 

proporción que deberá ser uniforme para todos los internos de un 

mismo establecimiento. El resto del producto del trabajo se 

distribuirá del modo siguiente: treinta por ciento para el pago de la 

reparación del daño, treinta por ciento para el sostenimiento de los 

dependientes económicos del reo, treinta por ciento para la 

constitución del fondo de ahorro de éste y diez por ciento para los 

gastos menores del reo. Si no hubiera condena a reparación del 

daño o éste ya hubiera  sido cubierto, o si los dependientes del reo 

no están necesitados, las cuotas respectivas se aplicarán por partes 

iguales a los fines señalados, con excepción del indiciado en último 

termino.     

 

Ningún interno podrá desempeñar funciones de autoridad o ejercer 

dentro del establecimiento empleo o cargo alguno, salvo cuando se 

trate de instituciones basadas, para fines de tratamiento, en el 

régimen de autogobierno". 

 
 El artículo 66 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, establece : 

 

"Cada centro Federal de Readaptación Social contará 

permanentemente con áreas laboral y educativa de medicina, 

psicología, Psiquiatría, trabajo social, criminología y pedagogía. 

 

 El artículo 67 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, menciona : 

 

"Todo interno deberá participar en las actividades laborales con 

fines de tratamiento". 
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 El artículo 68 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, dice : 

 

"El trabajo, como tratamiento, será elemento esencial y tenderá:   
I.  Mejorar sus aptitudes físicas y mentales; 
 
II.  Coadyuvar a su sostenimiento personal y el de su familia; 
  
III. Inculcarle hábitos de disciplina; y 
 
IV.  Prepararlo adecuadamente para su reincorporación ala 

sociedad". 
 
 

 El artículo 69 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, establece: 

 

El trabajo del interno, se regirá por el estudio de personalidad y por 

la clasificación que les haya correspondido, tomando en cuenta sus 

aptitudes, conocimientos, intereses y habilidades, así como la 

respuesta al tratamiento asignado.” 

 

El artículo 70 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, establece : 

 

“Las actividades laborales comprenden las realizadas en los talleres 

o en los espacios destinados al efecto en los diferentes módulos.” 

 

El artículo 71 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, menciona : 

 
 
“Los internos participarán en las actividades laborales únicamente 
en los lugares y horarios al efecto.” 
 
 

  
El artículo 72 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación Social, 

establece : 
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“En los Centros Federales de Readaptación Social queda prohibido 

que el interno labore en actividades de mantenimiento, en las 

cocinas, oficinas administrativas, áreas médicas, de vista y en 

general, en cualquier actividad de vigilancia, ni que le otorguen 

autoridades sobre los internos.” 

 

 El artículo 73 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, menciona : 

 

“Las remuneraciones económicas otorgadas al interno por el trabajo 

desempeñado en los Centros Federales de Readaptación Social, 

estarán sujetas a la distribución que marca la Ley que establece Las 

Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados.” 

 
  

 
Con los preceptos legales antes mencionados, queda claro que por medio 

del trabajo realizado dentro de los centros penitenciarios, los internos 

teóricamente lograrán la readaptación social. Pero es importante que a los 

internos que no han tenido el hábito de trabajar en la sociedad, esto es, en la vida 

común, se les capacite debidamente para que puedan en primer lugar, 

desempeñar una labor dentro del Centro y posteriormente salgan preparados y 

capacitados para que lo desarrollen cuando se encuentren nuevamente en la vida 

común. 

 
II. LA EDUCACIÓN 

 
 

El artículo 11 de la Ley que establece las Normas Mínimas Sobre 

Readaptación Social de Sentenciados, establece: 

 
 

“La educación que se imparta a los internos no tendrá sólo carácter 

académico sino también cívico, higiénico artístico, físico y ético. 

Será, en todo caso orientado por las técnicas de la pedagogía 
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correctiva y quedará a cargo, preferentemente, de maestros 

especializados. 

 
 El artículo 74 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, señala : 

“La educación es el elemento fundamental en el tratamiento. Todo 

Interno debe participar obligatoriamente en los programas 

educativos que se impartan.”  

 
 

 El artículo 75 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, menciona : 

 

“La educación que se imparta al interno no tendrá solo carácter 

académico, sino también cívico, higiénico, artístico, físico y ético, y 

será orientada por las técnicas de pedagogía correctiva.” 

 

 El artículo 76 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, establece que: 

 

 
“El tratamiento educativo se basará en el grado de escolaridad, 

capacidad para el aprendizaje, intereses, habilidades y aptitudes del 

interno.” 

 
 

 El artículo 77 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, menciona : 

 

“Las actividades educativas comprenden las áreas: escolar, cultura, 

deportiva y recreativa. La educación tendrá carácter integral por lo 

que los internos participarán en todos los programas dentro de los 

horarios que se señalen al efecto.” 
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 El artículo 78 del Reglamento de los Centros Federales de Readaptación 

Social, menciona : 

 
 

“A los internos que cursen y acrediten los niveles escolares, se les 

tramitará y entregará la documentación oficial correspondiente.” 

 
 El artículo 79 del Reglamento de los Centros Federales de readaptación 

Social, establece que: 

 

“Para aquellos internos que hayan cursado preparatoria o nivel 

equivalente se organizarán círculos de estudios y talleres de 

discusión.” 

 El objetivo principal de la educación es el de preparar intelectualmente al 

interno, en todas las áreas que se deriven de ésta, para lo cual las autoridades 

deben de valerse de todos los medios posibles para poder impartirla. 

 

 Llevando a cabo las ideas respecto al trabajo, su capacitación de ésta y la 

educación, incitando a los internos a prepararse, se buscará lograr el objetivo 

principal, siendo este la readaptación social de los delincuentes que están 

privados de libertad por haber cometido un delito. 

    
 
2.3  LA READAPTACION SOCIAL EN LA PRACTICA 
 
 
 
 Ya quedó precisado en el capítulo anterior, que la readaptación social tiene 

por objeto en preparar física, psíquica y mental del individuo, a efecto de que 

modifique concientemente una característica socialmente adquirida que le 

permitan desenvolverse con relativa autonomía, y alcanzar una adecuada 

integración, en razón de que en la realidad no se cumple completamente con el 

objetivo de la readaptación social de los internos en los centros penitenciarios, por 

las siguientes consideraciones, tomando como base los problemas que existe en 

la sociedad, y posteriormente, los que existen dentro de los centros 

penitenciarios. 



 41

 I.- INSTALACIONES PENITENCIARIAS.- En los centros penitenciarios, ya 

sean federales o de las entidades federativas, las instalaciones construidas ya no 

son las adecuadas ni suficientes, en razón de que las expectativas de las 

autoridades ya fueron rebasadas en dichos centros, principalmente por 

circunstancias como la sobrepoblación de internos. 

 Considero que la solución de este problema no es el de construir nuevos 

centros penitenciarios con mayor capacidad, sino para atacar directamente éste, 

concienciar a los integrantes de la sociedad para que se abstengan de cometer 

delitos que merezcan pena corporal, y como consecuencia que los internen en los 

centros carcelarios. 

 

 Esto se puede lograr si las autoridades federales y estatales se 

coordinaran, y propusieran programas especiales tendientes principalmente a 

fortalecer la unión del núcleo familiar, que es la base de la sociedad. Estos 

programas deberán ser difundidos a través de la televisión, la radio y la prensa 

escrita, en donde las autoridades y las diferentes empresas de comunicación 

celebren convenios de participación, dando los espacios necesarios para que 

puedan ser difundidos. 

 
 También se deben de crear nuevas fuentes de trabajo; en donde se 

capacite permanentemente a los empleados, a efecto de integrarlos en las 

diferentes áreas, y que por la labor desempeñada obtengan una remuneración 

suficiente para la manutención de la familia; asimismo dar educación a los hijos 

y/o familiares que dependan de ellos, con la posibilidad de tener una vivienda 

propia decorosa; además de  créditos para obtener automóvil y que también les 

alcance para vacacionar determinadas veces al año. 

 
 2.- LOS CENTROS PENITENCIARIOS NO CUENTAN CON EL 
PERSONAL ADECUADO.- Esto quiere decir que las autoridades que laboran en 

las diferentes áreas administrativas y de seguridad, no cuentan con la preparación 

adecuada para desempeñar un trabajo profesional. 

 

 Cabe mencionar, que solamente con dignidad en el trabajo y  haciendo que 

el servidor se sienta orgulloso en el empleo, se podrá lograr avanzar en la 
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superación de la prestación del servicio, lo que se verá reflejado en el trabajo del 

personal de las diferentes áreas. 

 

 Es importante crear la profesionalización de todos y cada uno de los 

puestos que existen en las diferentes áreas los centros penitenciarios. Esto es, 

que se deben de crear la carrera de funcionarios administrativos y de custodia de 

los centros penitenciarios, federales y estatales, impartidos por personas que 

hayan trabajado en dichos puestos y que se hayan desempañado honestamente. 

Cuando menos el curso que deben de tomar debe de ser de seis meses antes de 

ingresar a algún cargo, y con la aspiración de subir de rango, es decir, que si una 

persona ingresa con el puesto de guardia, aspire a ser jefe de seguridad, y éste a 

su vez el de coordinador general, y así sucesivamente hasta llegar a director del 

centro para poder aspirar a ser funcionario a nivel estatal y federal. 

 
 
 Es importante que todo el personal que aspire a laborar dentro de los 

centros penitenciarios, obtengan un ingreso alto, para que cualquiera que trabaje 

dentro del centro, independientemente del puesto, no sea tentado por los internos 

a ser corrupto. 

 

 Además, a los que ya están laborando dentro de dichos centros, deberán 

ser capacitados cada vez más y mejor. Con todo esto se lograría tener una 

planilla de servidores públicos, orgullosos de trabajar en los centros 

penitenciarios, cumpliendo con todas las expectativas que se pudieran presentar. 

 
 3.- PRESUPUESTO DESTINADO A LOS CENTROS PENITENCIARIOS.- 
Hoy en día el presupuesto que se destina a los centros penitenciarios, es mínima 

e insuficiente, por lo que las autoridades, tanto federales como las entidades 

federativas, deben de destinar un presupuesto amplio y suficiente para cumplir 

todas y cada una de las necesidades de los centros penitenciarios. 

 

 Esta es un área que el ejecutivo federal, en el presupuesto global de 

desarrollo, no debe descuidar sino por el contrario, en razón de que si el objetivo 

principal de la privación de la libertad en la readaptación social, no  deben de 



 43

escatimar recursos en ninguna de las áreas, para lograr la atención adecuada 

para los internos. 

 

 Además, tanto las autoridades federales como estatales, deben de buscar 

recursos económicos y/o materiales, a través de convenios que suscriban con  

empresas públicas y privadas, en donde éstas últimas puedan aportar dichos 

recursos, y a cambio reciban reducciones en impuestos, facilidades para ampliar 

sus empresas y, en un momento dado,  las autoridades carcelarias puedan 

ofrecer mano de obra de los internos para que laboren dentro de los centros. 

 

 Las autoridades no pueden pasar por alto este hecho, deben  de 

proporcionar el presupuesto necesario destinado a las cárceles que existen en 

todo el país, en donde tendrá prioridad la educación y el trabajo de los 

delincuentes internos. 

 
 
 4.- TRATO DIGNO A LOS INTERNOS Y A SUS FAMILIARES.- Las 

autoridades administrativas y de custodia, deben de respetar a los internos 

independientemente del delito que se hayan cometido,  así como a los familiares 

de éstos. Esto es en razón del trato que reciben los internos y sus familiares, 

principalmente de los custodios dentro de los centros penitenciarios, ya que los 

tratan de una manera humillante y a veces hasta denigrante. 

 

 Si no existe un buen trato por parte de las autoridades, los internos 

seguramente no van a tener un buen comportamiento dentro de los centros, y 

esto va a tener como consecuencia que los delincuentes se rebelen, actuando en 

contra del reglamento. Y  ocasionando problemas dentro de la institución. Este 

comportamiento también se puede originar por el mal trato que reciben las 

personas que visitan a los presos, en razón de que desde cuando ingresan por la 

denominada  “la aduana”, definitivamente el trato no es bueno. 

 

 En conclusión, las autoridades carcelarias, específicamente las de 

custodia, deben de tomar como base el principio de “Trata a los demás como 

puedas ser tratado tu mismo.” 



 44

 5.- EL TRABAJO QUE DESEMPEÑEN LOS INTERNOS DENTRO DE 
LOS ESTABLECIMIENTOS.- Es claro que está prohibido que los internos laboren 

en actividades de mantenimiento, en la cocina, oficinas administrativas, áreas 

médicas, de visita y en general, en cualquier actividad de vigilancia, ni que les 

otorguen autoridades sobre otros internos. (Artículo 72 del Reglamento de los 

Centros Federales de Readaptación Social). 

 

 Pero en la vida cotidiana, en varios centros penitenciarios que existen en 

nuestro país, lo que sucede; 

  

a) Respecto a las actividades de mantenimiento, los internos de nuevo 

ingreso, dentro de los principios establecidos por los mismos internos, 

específicamente en los Centros de Readaptación Social de Reynosa y 

Matamoros, Estado de Tamaulipas, tienen que cubrir determinada cantidad de 

dinero, y en caso de que no lo hagan, tendrán que trabajar en lo que ellos mismos 

le llaman “talacha” , que no es otra cosa mas que barrer y trapear las diferentes 

áreas del centro, incluyendo baños y letrinas. 

 

 Hay otros internos que por obtener determinada remuneración económica, 

o en su caso, por recibir alimentación extra de la que proporciona el Centro, 

realizan actividades de limpieza y aseo En éste caso, no se cumple con lo 

prohibido en relación a las actividades de mantenimiento. 

 

 b) En relación al trabajo que se desarrolla en la cocina, hay que dejar claro 

que también hay internos que se encargan de elaborar los alimentos dentro del 

área de cocina y que se dan a los otros internos, a lo que se le conoce como 

“rancho”, por lo que no se cumple tampoco con dicha prohibición. 

 

c) Oficinas administrativas.- En varios centros penitenciarios, hay internos 

que se encargan de realizar labores dentro de la oficina del mismo, muchas veces 

por instrucciones de las mismas autoridades carcelarias. Más aún hay internos 

que por tener mucho tiempo internados, conocen a casi todos los presos, por lo 

que se les encomienda que se encarguen de pasar la lista de asistencia, que por 
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lo general son tres veces al día, incumpliendo así también con lo previsto por el 

artículo trascrito. 

 
 

d) Actividades de vigilancia.- Respecto a  este hecho, en varios centros 

penitenciarios existen internos que laboran en la vigilancia de los mismos centros, 

donde se da el caso de que las mismas autoridades les proporcionen armamento 

para cumplir su cometido de vigilancia, y además les proporcionan o prometen 

una remuneración económica. 

  

 Por otro lado, dentro de la organización que tienen los mismos internos, 

con conocimiento de las autoridades, existen los denominados “Capataces 

Nocturnos”, que son los encargados de vigilar en las horas de la noche, dentro de 

las instalaciones carcelarias, haciendo rondines y a través de guardias, 

encargándose de la seguridad de ellos mismos. 

 

 Con lo anterior se deduce que tampoco se cumple con lo establecido en el 

artículo 72 del reglamento. 

 
 6.- FALTA DE INSTALACIONES ADECUADAS PARA TRABAJO.- Como 

ha quedado precisado en el capítulo anterior, uno de los modos a través del cual 

se pretende obtener la readaptación social de los delincuentes, es el trabajo, y 

como se mencionó también, existe la buena voluntad de las autoridades de 

lograrlos, pero en la realidad es casi imposible cumplir con ese objetivo, por las 

razones siguientes: 

 
 a) FALTAN ÁREAS DE TRABAJO.- En los centros penitenciarios no 

existen las instalaciones necesarias ni adecuadas, donde los internos pueden 

desempeñar y desarrollar un trabajo. Seguramente al construir las instalaciones 

carcelarias se destinó un área de trabajo, pero nunca pensaron que se 

incrementaría la delincuencia en la sociedad, y como consecuencia se originaría 

la sobrepoblación en dichos centros, por lo que hoy en día dichas áreas son 

insuficientes para poner a trabajar a todos los internos, y es prácticamente 
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imposible dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 67 del Reglamento de los 

Centros Federales de Readaptación Social. 

 
 b) FALTA DE MATERIAL.- Así mismo, es insuficiente el material  existe en 

las áreas de trabajo, como consecuencia la faltas de presupuesto para éstas 

áreas, en razón a la sobrepoblación en las cárceles,  y el presupuesto se destina 

a la alimentación. 

 

 Una forma de resolver este problema es el que las autoridades, tanto 

federales como estatales, celebren convenios con empresas públicas y/o 

privadas, mediante un intercambio de  mano de obra de los internos y la 

aportación de material de las empresas llevándolos a los centros penitenciarios 

para que los presos produzcan  y las empresas paguen determinada cantidad de 

dinero por el trabajo de  los internos. Así mismo, las autoridades destinarán una 

área común para que mediante de una carpa se habilite  como área de trabajo, 

así podrán tener laborando a un grupo de internos, con lo que se trataría de 

obtener el objetivo, que es la readaptación social. 

 
 
 7.- LA EDUCACION.- Como se menciona en los párrafos anteriores, 

respecto a la preparación educativa que deben de brindársele a los internos, deja 

mucho que desear, por las siguientes razones: 

 

 En relación de las aulas, se pueden habilitar áreas para impartir la 

educación, por medios de carpas instaladas en áreas comunes de las 

instituciones, donde se deben de introducir unos cuantos pupitres, determinando  

un horario para que se impartan clases. 

  

 Ahora bien, no se cuenta con una planilla de maestros debidamente 

preparados, a efecto de que éstos impartan las clases respectivas. 

 

 Para solucionar este problema, las autoridades carcelarias deberán de 

realizar convenios con la Secretaría de Educación Pública, así como otras 

instituciones educativas, a efecto de que proporcionen el material didáctico 
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necesario y se destine una planilla de maestros. Es de suma importancia que un 

grupo de estudiantes de la Escuela Normal Superior, que estén por terminar su 

carrera, tengan como obligatorio realizar su servicio social impartiendo clases en 

los centros penitenciarios por el lapso de un año, así, se lograría tener siempre 

cubierta la impartición de la educación dentro de los centros penitenciarios. 

 

 En conclusión, dista mucho de preparar debidamente a los internos, a 

efecto de incorporarlos plenamente a enfrentarse a la sociedad, en razón de que 

son insuficientes los recursos económicos destinados al trabajo y la educación. 

Como consecuencia de esto, no se cuenta con las áreas y el personal adecuados 

para pretender preparar a los internos y lograr la readaptación social de los 

internos. 

 
 
 
2.4 LA READAPTACION SOCIAL DESDE UN PUNTO DE VISTA 
ADMINISTRATIVO 
 
 
 En este punto se estudiará la administración y procuración de justicia, es 

decir, se analizarán conceptos de derecho de una manera global, así como los 

elementos que son necesarios para impartir la justicia, misma que deben de ser 

aplicados a la materia que nos acoge este trabajo, lo que ayudaría para lograr 

conseguir el objetivo principal, que es la readaptación social. Se hablará del 

Ministerio Público, de los Jueces, y en lo general, de todas las autoridades que en 

un momento dado podrían intervenir para el buen funcionamiento de la justicia en 

nuestro país. (35) 

 

 El perfecto Estado de Derecho tiene como presupuesto el cumplimiento 

espontáneo de la ley, por lo que ésta debe de ser un autentico producto de los 

sentimientos, aspiraciones y buenos hábitos  del grupo social, como elementales 

fuentes de derecho. 

 

 

 
35.- Comisión para la impartición de Justicia. Proyectos y Proposiciones Jurídicos. Programa Nacional de 
Estudios Jurídicos. Comité Ejecutivo Nacional del Partido Revolucionario Institucional. Mayo de 1994. 
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 La norma jurídica tiene que ser adecuada al presente de la sociedad y 

contener un mínimo de visión del futuro para su permanencia, así como debe 

enraizarse en las auténticas tradiciones populares para que sea aceptada desde 

su origen. 

 

 El aparato judicial, leyes e instituciones, no corresponde a lo que la realidad 

mexicana demanda. El mexicano no confía en el abogado ni en las leyes, ni en 

las instituciones encargadas de la impartición de justicia. Habrá que dar nuevas 

bases legales y materiales para promover el cambio de actitud, iniciando con una 

actitud del Estado para lo judicial y lo jurídico y promoviendo con intensidad la 

justicia social, que debe ser siempre antes que la justicia. 

 

 

 Lo primero que debemos de entender es la definición de  impartir  justicia, 

denominación en la que  observamos la función genérica del Estado, encargada 

de la observancia y de la aplicación de las leyes. En esta idea general de la 

impartición de justicia, encontramos tres rubros específicos que contienen, a mi 

parecer, el total de las actividades particulares del Estado, conocidas como 

administración de justicia, procuración de Justicia y seguridad pública. Con estas 

actividades se cumple con las disposiciones de los artículos 17, 21 y 102 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 
 
 Impartir, de acuerdo con la definición gramatical de los diccionarios, 

significa repartir, lo que de origen nos confirma la distinción entre lo general y lo 

particular, de este amplio concepto de impartir justicia,  siendo que el Estado da  

lo que a cada uno le corresponde en cada caso concreto. Esta precisión y 

distinción  confirma el texto del artículo 17 Constitucional, que dice en su segundo 

párrafo que “Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 

tribunales que estarán expeditos para impartirla,…” reservando la función 

especifica de la administración de justicia a la de tribunales, y dejando el concepto 

el concepto de impartición en un carácter mas amplio. 
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 La administración de justicia  es la principal expresión de lo que debemos 

entender como justicia judicial, pero debemos incluir a la procuración de justicia y 

de la seguridad pública dentro del tema “impartición de justicia”. A la figura del 

Ministerio Público se le ha reconocido el carácter de representante social, que 

debe de cuidar del interés colectivo relacionado a la justicia, la prevención e 

investigación de los ilícitos penales, así como lo que se haga para detener la 

agresión de la delincuencia. Son parte fundamental de la justicia penal  y de la 

estructura para la impartición de justicia como función del estado. 

 
 DIFUSION DEL DERECHO PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA 
CULTURA JURIDICA DE LA NACION.- La cultura jurídica debe ser parte de la 

formación espiritual, social y política de cada ciudadano, en tanto que si hay  

mayor y mejor cultura jurídica haya en los pueblos, mas será su civilidad y 

superior su comportamiento; con menos ilícitos y  por lo tanto menos litigios. 

 
 
 La solidez del Estado y de la sociedad depende en la mediada directa de la 

calidad de los ciudadanos, y ésta se apoya con la educación y con el ejemplo. 

Debemos entonces divulgar en toda manera y en todo tiempo, el correcto uso de 

los derechos, el debido cumplimiento de las obligaciones y modos para hacerlos 

valer, cumpliendo con honestidad en la función de gobierno, como ejemplo que 

corresponde. 

 

 No hay mejor ley que la que se obedece por convencimiento, y para 

acatarla convencido primero hay que conocerla. Con está medida se abatirán 

sustancialmente dos graves y dañinos fenómenos de nuestro sistema judicial: la 

ignorancia de la mayoría que desconoce las leyes, y la desconfianza que ha 

traído la injusticia social y el abuso. 

 
 INDEPENDENCIA Y FORTALEZA DEL PODER JUDICIAL.- En este 

apartado trataremos diferentes proposiciones para resaltar la importancia en la 

síntesis que implica el título, aunque cada una es un amplio y concreto concepto 

aplicable a la administración de justicia. 
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 Un Estado de Derecho solo se entiende por el equilibrio entre los poderes 

del Estado, y la propia fortaleza e independencia de cada una y entre sí, le 

dándole  fuerza dicho Estado de Derecho, lo que es propósito en el ideal de la 

sociedad. El presente y el futuro de México así lo requieren y lo esperan; su 

tradición histórica, política y de justicia, lo fundamentan. Es necesario un poder 

judicial fuerte y soberano, después de la apertura legislativa y tradicional fortaleza 

presidencial, para dar seguridad a la justicia. 

 

 Las medidas que se proponen llevan como fin común promover un cambio 

de actitud, ante el evidente cambio en la realidad del aparato de justicia. Hemos 

propuesto y seguiremos haciéndolo al desarrollar cada uno de los temas, diversas 

maneras de estimular al cambio positivo del sistema judicial, desde radicales 

reformas en lo sustantivo y en lo adjetivo de las leyes comunes, a partir de su 

uniformidad o unidad por un nuevo federalismo, hasta cambios constitucionales y 

de estructura. 

 
 
 Todas las propuestas van unidas por el mismo objetivo; proporcionar 

justicia con un costo- beneficio razonable, barato y de gran proyección al futuro 

cierto de la nación. 

 
a) INSTITUTO DE CAPACITACION.- El instituto de capacitación, para su 

eficacia, debe de reunir como antecedente y prolegómeno, el sustento de la 

carrera judicial, lo que por otro lado no debe ser considerada como único cambio 

para el perfeccionamiento, así como la transparencia, objetividad y confiabilidad 

en los nombramientos. 

 

El instituto de capacitación, que bien podría denominarse “para el ejercicio  

de la función judicial”, puede ser instrumento idóneo para que todos los servidores 

públicos de la justicia reciban, previamente a su ingreso, y a cualquier promoción 

a su carrera, adiestramiento necesario para la delicada función que 

particularmente le ha sido confiada. 
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Desde la capacitación para quien aspira a ser mecanógrafo o archivista, 

adiestramiento íntimamente relacionado con el específico trabajo notoriamente 

diferenciado, hasta el estudio de cursos minuciosamente preparados de 

“postgrado” , con duración mínima de dos años, para aquellos abogados que 

aspiren a servir al poder judicial como carrera profesional. 

 

Con el fin de no impedir el acceso a la función judicial a los talentos, 

capacidades y vocaciones sobresalientes, y ajenos a la carrera judicial, se puede 

establecer que un porcentaje mínimo, el cincuenta o el sesenta por ciento, tienen 

que ser egresados de la carrera judicial y del instituto de capacitación, reservando 

un espacio para maestros, investigadores, postulantes y funcionarios de los otros 

poderes, y siempre, todos, mediante el proceso de selección que se propone. 

 

La capacitación institucional, la carrera judicial y el método selectivo se 

complementan, aportando cada uno de sus propias virtudes, como la voluntad y el 

esfuerzo del estudio vocacional; la dedicación y la experiencia de la carrera 

profesional; y la calidad reconocida, el prestigio y la buena fe del que quiere servir 

sin necesitarlo. 

 
b) CARRERA JUDICIAL.- La carrera judicial, desde luego, debe iniciar del 

principio establecido por el escalafón actual, y debe incluir en su planeación, 

institución y permanencia, la participación de los sindicatos correspondientes. 

 

Se cuenta ya con un cúmulo importante de experiencia y recursos, de las 

instituciones respetables que tienen para capacitar, y estar preparado para 

construir el Instituto de Capacitación para el Ejercicio de la Función Judicial. 

 

Se recomienda que el personal docente se integre por personas dedicadas 

a la docencia, para evitar la influencia indebida que por la relación y la jerarquía 

pudiera darse. 

 

Se podría establecer la carrera judicial concatenada a la capacitación 

permanente y al proceso selectivo de funcionarios, pero no recomendable sería 
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hacerla excluyente y exclusiva, habría que dejar siempre el espacio para quienes 

con méritos y buena voluntad, quisieran aceptar dicho encargo. 

 
c) GENEROSIDAD Y DIGNIDAD EN EL TRATO.- Ante la calidad de los 

funcionarios y del servicio que estamos planeando, se requiere como respuesta 

mínima de la sociedad del Estado, generosidad y dignidad en el trato. 

Reconocimiento de la sociedad, a quien le sirva en la delicada misión de decir el 

derecho en la última instancia de la justicia; reconocimiento que se traduce en 

digno trato, seguridad en el empleo, independencia y solvencia económica, 

respecto. En síntesis el lugar que se merece por la función que desempeña y por 

la responsabilidad que recae en él. 

 

 El poder judicial no puede ser objeto de burla ni desprecio; la justicia debe 

apreciarse como valor superior de la convivencia humana desde su primera 

existencia. Si queremos un poder judicial digno, tenemos que ser una sociedad 

que reconoce con dignidad y da en correspondencia lo suficiente y algo más a 

manera de estimulo. 

 
 
 d) DOTACION DE RECURSOS PARA EL DESEMPEÑO DE SUS 
FUNCIONES.- Hablar de generosidad en la dotación de recursos para el 

desempeño de sus funciones, implica buenas instalaciones, confort y comodidad, 

limpieza y  exterior para  transitar  y estacionamiento, aún  como  técnica y 

ciencias avanzadas. 

  

 Ya se habló de la dignidad y generosidad en el trato a los servidores de la 

justicia, desde el más bajo nivel de salario hasta la más alta investidura; a esa 

misma calidad debe corresponder la instalación y la herramienta con que se 

cuenta para exigir un sistema judicial de primera. 

 
 
 e) LA AUTONOMIA PARA DETERMINAR SU PRESUPUESTO Y PARA 
DISPONER DE EL.- No es solo un concepto o una idea, es una necesidad real 

para la autonomía y su independencia. Si de alguien depende determinar cuanto 
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necesita para ejercer sus funciones y cumplir su obligación, este es el poder 

judicial. Si la autoridad administrativa determina cuanto y como, y además detiene 

el dinero para “aplicarlo”  se resta soberanía al poder conferido. El poder judicial, 

debe determinar y pedir el mismo a la representación nacional, la cantidad que 

requiere el cumplimiento de su deber, y esta última darle lo que a su juicio maduro 

se tenga una conciencia. Una vez otorgado con precisión de programas y de 

fechas, el poder judicial sólo firma sobre su disposición, para ser libre y soberano. 

 La importancia de cada uno de estos apartados, a pesar de su simpleza, 

influye en casi el total de una correcta administración de justicia, porque todos 

coadyuvan en la independencia y fortaleza del poder judicial y con ello en la 

fortaleza del equilibrio de los poderes del Estado y la garantía mejorada de la 

permanencia del estado de Derecho. 
 
 
 PROPOSICIONES PARA LA PROCURACION DE JUSTICIA 
 
 

La figura del ministerio público nace ante la necesidad de evitar la 

venganza y la autodefensa, así como apartarse en el ejercicio del derecho penal 

de la doble función de juez y acusador, y para superar el interés parcial y limitado 

del fiscal particular del ofendido. Con esta figura se da origen a la institución 

denominada “procuraduría de justicia”, considerando el interés público que 

representa el hecho de que el Estado actúa como titular delegado de la soberanía 

del pueblo, y del común  interés de la nación por la justicia.   

 

Se le conoce al ministerio público como representante social, debido a que 

importa a todos que se prevenga la comisión de delitos y que se sancione a los 

delincuentes para evitar, en todo lo posible, que la sociedad se vea afectada en 

sus bienes mas apreciados. 

 

Actualmente, en México, el ministerio público, conforme a los artículos 21 y 

102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los 

respectivos de su ley orgánica, desempeñan nueve diferentes funciones, que son:  

a) es consejero jurídico del gobierno;  
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b) participa en las controversias que se suscitan entre dos o más estados 

de la unión, entre un estado y la federación y entre los poderes de un 

mismo estado;  

 

c) en todos los negocios en que la federación en parte;  

 

d) en los casos en que se involucran diplomáticos y cónsules generales;  

e) como representante social en la averiguación previa;  

 

f) como parte en el proceso penal;  

 

g) como parte en los juicios de amparo;  

 

h) como representante legal de los incapaces; y  

 

i) como representante social en los juicios civiles y mercantiles. 

 

La procuración de justicia es sin duda una de las funciones más 

importantes que ejerce el Estado, porque evita el ilícito, procura la reparación del 

daño a la victima, y cuida de que la sociedad sea protegida permanentemente en 

contra de ilícitos, como ya dijimos, en materia penal y en todas aquellas en las 

que la sociedad y el Estado tienen un interés particular que proteger, como son la 

familia, los menores y los incapacitados, o bien la constitucionalidad y la legalidad. 

Las anteriores consideraciones nos llevan a las siguientes proposiciones: 

 
a) REFORMAR LOS ARTICULOS 21 Y 102 CONSTITUCIONALES, ASI 

COMO A LAS LEYES RELACIONADAS PARA PRECISAR LAS FUNCIONES 

DEL MINISTERIO PUBLICO, EN CONGRUENCIA CON LA SECRETARIA DE 

JUSTICIA.- En relación con la creación de la secretaría de justicia, deberán 

reformarse los artículos 21 y 102 constitucionales, así como las leyes 

relacionadas para precisar cada una de las funciones del ministerio Público, en 

congruencia con dicha secretaría.  
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El Ministerio Público encargado de la averiguación previa, deberá estar a 

cargo de una procuraduría, de la misma que dependerá el ministerio público que 

actúa como parte en el proceso penal, con la representación del ofendido y de la 

sociedad en general. 

 
Otra procuraduría dependiente del titular de la secretaría de justicia, podrá 

encargarse de la representación del Estado en los juicios de amparo, de la 

representación legal de los incapaces, y de la representación social en los juicios 

civiles y mercantiles. 

 

Otra procuraduría podrá encargarse de las controversias entre los estados 

de la unión y la federación, y entre los poderes del mismo Estado, así como de los 

asuntos en que la federación es parte, en los que intervienen diplomáticos 

mexicanos. 

 

El titular de la secretaría de justicia ejercería la función constitucional de ser 

consejero jurídico del gobierno, para lo cual puede y debe contar con un cuerpo 

consultivo, en todas las especialidades jurídicas, y dedicado única y 

exclusivamente a este fin. 

 

b) FOMENTAR LA PARTICIPACION DE LA SOCIEDAD CIVIL MEDIANTE 

LA CREACION DE UN CONSEJO DE CONTROL Y PROPOSITIVO.- Se  sugiere 

la participación directa de la sociedad en la procuración de justicia, la ciencia 

política y la realidad actual, nos permiten observar que en esta etapa cultural de la 

civilización, requiere de una democracia mucho más amplia y activa, llegándose a 

cuestionar la tradicional constitución del Estado por lo poderes ejecutivo, 

legislativo y judicial. Ahora la sociedad, en sus organizaciones que han surgido 

como respuesta a sus necesidades de protección y defensa de sus legítimos 

intereses parciales, requiere participar y lo está haciendo con una gran intensidad 

y entusiasmo. Es oportuno abrir los espacios y ocupar estos esfuerzos de buena 

voluntad que en mucho ayudarán al perfeccionamiento del ejercicio de gobierno. 
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Para la procuración de justicia, procede la constitución de un consejo 

integrado por quince a veintiuna personas, designadas por la sociedad civil y, en 

posición intermedia entre la procuraduría y el titular de la secretaría de justicia, a 

efecto de que se proponga medidas de superación y, vigile y controle las 

funciones del ministerio público. Estos consejeros serán seleccionados con el 

mismo método que se recomienda a otro tipo de funcionarios. 

 

 

De esta manera  la sociedad sería corresponsable con el Estado y con el 

ofendido, de la buena marcha de la procuración de justicia y quien ejerza 

autoridad en esta materia, vería limitado su poder por el genuino interés de la 

sociedad dignamente representada por estos consejeros y la figura jurídica de la 

procuración de justicia. 

 

c) CAPACITACION, PROFESIONALIZACION Y DIGNIDAD EN EL TRATO 

PARA LOS SERVIDORES DE LA PROCURACION DE JUSTICIA.- Antes que 

nada habrá que entender que hay que hacer una verdadera profesión  

merecedora de orgullo, en la prestación del servicio de la procuración de justicia. 

Todo el personal dedicado a esta importante función del Estado, deberá de ser un 

profesional de carrera, cada  vez más capacitado, con vocación más acentuada, y 

con la satisfacción de estar desempeñando la actividad que ha elegido como 

profesión, y especializado dentro de la comunidad, dignamente recompensado. 

 
 
Para estos efectos de profesionalización en la prestación de servicio, es 

necesario establecer programas que a la vez instituyan la carrera civil en la 

procuración de justicia. El paso inmediato que debemos dar, con el propósito de 

obtener resultados en el menor tiempo posible, cambiar la estructura   de  un 

instituto especializado, con todos los principios pedagógicos, de formación, de 

instrucción y educación, para que todos los servidores públicos de la procuraduría 

de justicia, desde mecanógrafos, archivistas y auxiliares, hasta el propio ministerio 

público de trámite, de consignación o de proceso penal, y los funcionarios 

superiores, se capaciten desde antes de su ingreso y permanentemente, con 

idéntico sistema al propuesto para los servidores de la administración de justicia, 
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con cursos de postgrado que aunados a la experiencia y a los méritos de la 

practica  previa, proporcionen la promoción y el progreso debidos. 

 

 

Ya la procuraduría General de la República y la Procuraduría General de 

Justicia del Distrito Federal, cuentan con suficiente estructura para dar inicio a 

este instituto para la capacitación profesional en la procuraduría de justicia, hecho 

que pone a nuestro alcance próximo la realización de una institución suficiente y 

capaz.  También proponemos que el personal docente se integre con personas 

ajenas a la procuradurías para evitar la dependencia directa. 

 

En este instituto puede capacitarse igualmente al Ministerio Público y a la 

policía investigadora, aún cuando consideró que es conveniente separarlos, para 

especializar y profesionalizar al abogado en la ciencia jurídica que le es propia, y 

contar con representantes sociales con un grado de calidad jurídica altamente 

calificado, así como con policías de la misma graduación superior, especializados 

en lo que es su vocación y oficio. 

 

La dignidad que pedimos, comienza desde el reconocimiento a la 

importante misión que tienen en el campo social estos servidores, dándoles el 

espacio social que les corresponde, mediante los estímulos intelectuales y 

materiales que merecen. Así, se les debe dar justo emolumento para que sus 

familiares tengan el digno sustento y, acceso a vivienda decorosa, vestido, 

alimentación, educación, salud y sano esparcimiento . 

 

Sin los factores que se piden para la dignidad, jamás podremos contar con 

calidad en el servicio y nunca podremos exigir la correspondiente calidad en la 

prestación de servicio. La sociedad y el Estado deben dar primero, así como 

poner el ejemplo, para después exigir. 

 

No queremos justificar lo malo  que haya sucedido o sucede ahora, así 

como tampoco requerimos señalar errores. Es nuestra intención establecer y 

fundamentar caminos que nos conduzcan a la solución de los problemas, a la 

superación de viejos vicios y a la necesaria respuesta de los servidores que antes 
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el bien tengan que corresponder con bien, para que en caso de que no lo hagan, 

lo que estamos seguro será excepción, reciban la sanción que con toda justicia 

merecen. 

 

d) SEPARACION DEL MINISTERIO PUBLICO DE LA FUNCIÓN POLICIAL 

PARA SU ESPECIALIZACION EN LA REPRESENTACION LEGAL.- En el mundo 

global en que vivimos, la especialización se hace cada vez más evidente y 

necesaria. La división del trabajo ya no sólo se hace en lo interno en cada país, 

sino que países y diversas regiones se han dedicado a particularizar su 

capacitación y su producción para ubicarse en mejores niveles de intercambio 

dentro de la relación internacional. 

      

Es tiempo de que el ministerio público se capacite y se profesionalice, para 

ser un excelente abogado en su propio ámbito de ejercicio, y que la policía se 

dedique a la investigación y a la prevención de los delitos. 

 

La relación de independencia entre estas dos instituciones de fuerza y de 

poder, es negativa para los resultados que se pretenden en la procuración  de 

justicia, porque en lugar de incentivarse recíprocamente, se corre el riesgo de la 

complicidad por intereses de una o de otra institución. 

 
El Ministerio Público deberá cumplir fielmente con carácter de abogado 

representante del ofendido y de la sociedad, y algunas veces del Estado, igual 

que la policía deberá desempeñar su labor de prevención e investigación de los 

ilícitos penales, hasta el límite de sus capacidades, de la ley, de la ética y de la 

moral.   

 

Originalmente la fuerza pública la detentó el monarca, para bien o para 

mal, dándose a los ejércitos casi con exclusividad. La evolución creó la “policía 

judicial”, dependiendo del poder judicial, en donde tomó su denominación, 

disponiendo, al menos en pretensión, el juzgador de los medios persecutorios, 

supuestamente para poner a su alcance la administración de justicia. La 

concentración de poderes y el natural conflicto de intereses, fue causa de 

problemas que se intentaron vencer con el nacimiento del ministerio público, 
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como representante social, a quien se le transfirieron la competencia para 

investigar el delito y perseguir a  los delincuentes, y con estos fines se dejó bajo 

su mando la fuerza policíaca, sin cambiarle el calificativo de judicial. Esta 

concentración, ahora de Ministerio Público y de fuerza policíaca, dejan en clara 

desventaja al indiciado o procesado; a aquel simplemente involucrado, quien no 

tiene a su disposición la misma capacidad de actuación como su acusador y 

perseguidor. También resulta contraproducente para el querellante o denunciante, 

que pudiera intentar otras vías jurídicas de apreciación o el desahogo de otras 

pruebas en beneficio de la justicia, lo que a todos favorece. 

 

Es necesario y conveniente  que el Ministerio Público esté obligado para 

escuchar al interesado, y dar seguimiento a su aportación fundada en derecho, 

aunado ésto a la especialización y al estímulo recíproco al construir dos 

organismos autónomos. Todo ésto es con el idéntico fin de la justicia, la 

prevención del delito, la seguridad pública, la seguridad jurídica y la investigación 

de los hechos, serán accesibles de todas maneras a la sociedad. 

 

El Ministerio Público debe de ser un experto en derecho, en todos los 

derechos relacionados con la procuración de justicia, para representar 

dignamente a los particulares, a la sociedad y al Estado, y esta especialización se 

hace más evidente si resaltamos el valor de la seguridad jurídica, por lo que tiene 

que velar el procurador de justicia. El Ministerio Público, como abogado y como 

servidor público especializado, está obligado a cuidar que la aplicación de la ley 

sea exacta, y para ello se le da el carácter de parte en el juicio de amparo, por lo 

que no debe estar ligado a la fuerza investigadora del hecho criminal. El debe 

pedir, y en su caso exigir que la policía investigue y aporte pruebas; el debe 

solicitarlas, relacionarlas, fundarlas y alegarlas, dejando al otro especialista en al 

investigación, con la carga de la propia función. 

 

El cumplimiento de la actividad policíaca estimulará a su vez el correcto 

ejercicio de la función jurídica del Ministerio Público, cuidando la negligencia, 

impericia o descuido de cualquiera de ellos, afectará negativamente al otro. 

Ambos órganos incidirán convenientemente  en la conducta. 
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Sería útil y provechoso volver encargar a los gobernadores, presidentes 

municipales y a quien el Presidente de la República designe para el campo 

federal, la titularidad de las fuerzas de seguridad pública, prevención e 

investigación del delito. 

 

 

Sergio García Ramírez, define en pocas palabras el presente tema: “… La 

relación institucional y funcional entre el ministerio público y la policía judicial… ha 

sido una lucha histórica… la preocupación generadora de este planteamiento se 

funda en la inaceptable prevalencia de la fuerza sobre la norma… “  

 

El Ministerio Público deberá contar para el cumplimiento de su encargo, 

con un cuerpo suficiente de colaboradores, no necesariamente abogados, 

especializados en criminalística y criminología, para que sean estos quienes 

asesoren al abogado del ofendido y de la Sociedad, en el ofrecimiento y 

desahogo de pruebas tendientes a acreditar la tipicidad en la conducta, y la 

responsabilidad del presunto delincuente; asimismo la fuerza policíaca deberá 

contar con un cuerpo de abogados, criminólogos y criminalisticas capaces, que le 

indiquen la vía jurídica correcta para el correcto desenlace de su actividad. 

 
 
e) USO DE LA CIENCIA Y DE LA TÉCNICA MODERNA PARA LA 

SUPERACIÓN DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO.- Pretender que las ciencias 

y las técnicas modernas son solo para la gran empresa y grandes instituciones 

tradicionalmente consideradas “productivas” , no justifica la carencia de resultados 

financieros. 

 

Los resultados materiales son valiosos para la convivencia del hombre, 

como el fruto del poder político que se traduce en paz y estabilidad, lo que 

disminuye el ilícito penal y madura en una correcta impartición de justicia. 

 

El ilustre jurista italiano Francesco Carnelutti decía que: “El proceso sirve, 

en una parte, para hacer que entren en juicio aquellos que no lo tienen”   

Debemos entender que el proceso de la procuración de justicia se inicia desde su 
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institución y desde esta misma debe de contar con todos los elementos materiales 

y humanos necesarios para corregir errores, vicios y desde luego evitar los delitos 

y cuidar de su respectiva sanción. 

 

Todas las técnicas y las ciencias están al servicio del hombre : por ello y 

por la conducta del mismo hombre, nacen y se desarrollan dichas técnicas y 

dichas ciencias. El gasto en la inversión se justifica por el mero cumplimiento del 

encargado público que tiene el gobierno, y por el tiempo de paz y estabilidad que 

se obtiene para la producción, y para la convivencia en armonía. 

 
f) PRECISAR QUE EL EJERCICIO DE LA ACCION PENAL NO ES 

EXCLUSIVO DEL MINISTERIO PUBLICO, Y PARA ELLO EXPRESAMENTE 

PERMITIR EL JUICIO DE AMPARO EN CONTRA DE LAS RESOLUCIONES DE 

LA REPRESENTACION SOCIAL.- Es grata coincidencia de una gran cantidad de 

autores, investigadores, postulantes y funcionarios,  que el ejercicio de la acción 

penal no es ni debe de ser, exclusivo del ministerio público. 

 
Se propone dos vertientes no excluyentes que se complementan: 
 
 
I. Que el juicio de amparo se admita expresamente en la ley de la 

materia, en contra de las resoluciones de la representación 

social. 

II. La institución del ministerio público privado, con las 

características que en el inciso siguiente se determinarán. 

 

Nuestra Constitución Federal, en los artículos 21 y  102  otorgan 

competencia para la persecución de los delitos al Ministerio Público, y deja bajo 

su autoridad a la policía judicial. Esta competencia no es  exclusiva en los 

términos de la norma constitucional, pues si así lo hubiera querido el legislador, lo 

hubiera reservado expresamente como lo hace en los primeros dos renglones, al 

reservar a la autoridad judicial la imposición de las penas, pero en relación al 

ejercicio de la acción penal, únicamente dice que “incumbe” al Ministerio Público y 

donde la ley no distingue, nosotros no podemos distinguir. 
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 Se concuerda en la ventaja que representa la apertura para que los jueces 

de Distrito, determinen en su caso la existencia de suficientes elementos para el 

ejercicio de la acción penal, sin entender ésto como la posibilidad de que el poder 

judicial hiciera así entonces este indebido ejercicio, sino únicamente como 

prevención para el Ministerio Público de Trámite, evite por intereses malsanos el 

cumplimiento de la ley de su propia función pública. 

 
 Conviene proponer desde la reforma al texto de los artículos 21 y 102 

constitucionales, que establecen que el delito se persiga, error de redacción que 

debe superarse, pues a quienes se persigue es a los delincuentes y a los delitos 

se les investiga y se les prueba. No se puede permitir errores de este tamaño, sin 

importar su naturaleza, en e texto constitucional que rige la vida de la sociedad 

mexicana entera. 

 
 Tampoco se puede permitir que la defensa de los legítimos intereses de la 

ciudadanía y de la sociedad, representados por el Ministerio Público, en virtud de 

que el mismo derecho así lo exige por su naturaleza pública, sea la persona única 

e individualizada que decida ,sin admisión de recurso alguno. La posibilidad de 

defensa y de justicia debe de ser siempre totalmente abierta. 

 
 El particular tiene derecho constitucional, conforme a los artículos 103 y 

107 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, y en los términos 

de la Ley de Amparo, para acudir a la justicia federal, y que sea ésta quien 

pronuncie en última instancia, y en función de poder público para el equilibrio 

constitucional de plena garantía de justicia, la legalidad del acto de autoridad 

emitido por el Ministerio Público. Esto a la vez representaría el cumplir con las 

garantías de seguridad pública, legalidad, audiencia y de administración de 

justicia, que consagran los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución General de la 

República. 

 
 No debe darse a las decisiones del Ministerio Público el carácter de 

irrevocables o irrecurribles, porque atenta contra su propia esencia de 

representante social. El representante tiene una personalidad delegada, y sin su 

representado no existiría ni tendría razón de ser, por lo que se resuelva 

aparentemente en contra del particular, y por un supuesto interés nacional, 
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deberá ser siempre absolutamente correcto y sin temor de ser revisado. Sus 

disposiciones deben de estar completamente ajustadas a derecho; debidamente 

motivadas y fundadas, lo que nos da una razón más para permitir la resolución 

judicial ,como la única estrictamente válida para decir el derecho o interpretarlo en 

última instancia. 

 
 Hay otros casos generales en la averiguación previa y en proceso penal, 

como la posibilidad que tiene el Ministerio Público para desistirse de la acción 

intentada, y la facultad para pedir el sobreseimiento de la causa, sin 

consentimiento y ni siquiera conocimiento del ofendido ni de la sociedad a 

quienes representa. En estas actuaciones como en el ejercicio de la acción penal, 

debe garantizarse plenamente la intervención del particular, buscando soluciones 

a nuestros derechos violentados,  a asegurarse a través de la resolución judicial, 

que ha sido correctamente representado y que ha actuado con legalidad. 

 
 Mejor será prever el desistimiento de las pruebas pendientes y el cierre de 

la instrucción para formular conclusiones no acusatorias, y así dejar que el acto 

jurisdiccional lo emita la autoridad judicial. 

 
 Igual es el caso de la prescripción que se resuelve en la procuraduría, sin 

competencia y contra disposiciones expresa del código sustantivo penal, que 

reserva esta determinación a la autoridad judicial en el artículo 101, tercer párrafo. 

El artículo 17 Constitucional, concede al individuo el derecho inalienable de acudir 

a los tribunales, y el Estado queda obligado por esta norma a otorgar  la función y 

el servicio de la administración de justicia, hecho que se impide con esta actitud 

“jurisdiccional” administrativa del Ministerio Público.  

 
  g) CREACIÓN DEL SERVICIO DEL MINISTERIO PUBLICO 

PARTICULAR.- En párrafos anteriores se señaló esta posibilidad, la que en su 

realización podría ser complementaría del servicio público que presta el Estado. 

Para quien quiera y pueda pagar, se puede reconocer a juristas prestigiados y 

capaces para tal función, con el carácter de fiscales particulares y, en contrario, 

como medida correspondiente, se puede y se debe sancionar severamente el 

abuso del derecho. Estos dos extremos pueden ayudar a la solución de este 
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problema, por un lado de insuficiencia y por el otro de la exclusividad, desde luego 

debidamente reglamentados. 

 

 A estos Ministerios Públicos particulares se les podrá conceder licencia, 

autorización o patente para su ejercicio, en términos similares a como se les da a 

los notarios públicos y como se propone anteriormente para los notificadotes y 

ejecutores privados, árbitros para la justicia civil y probablemente laboral, entre 

otros. Deberán cumplir, verdaderamente, sin excepción y sin excusa, con los 

requisitos estrictos que se le requieran para acreditar su solvencia moral, y su 

capacidad profesional para el ejercicio de la función. El propósito es disminuir la 

carga del Estado, concretándola a la atención de quienes carecen de los recursos 

económicos para sufragar su representación legal ,y dejando a quienes pueden 

hacerlo el costo de la aplicación de la ley, en su caso concreto. 

 

 Cualquiera podrá acudir a la procuraduría de justicia e igualmente acudir a 

la defensa particular de sus intereses privados, pero todos sujetos al cumplimento 

de la norma jurídica general.  Se pretende dar una nueva dimensión y 

organización social al Estado, ya que la carencia de recursos públicos; la 

necesidad de la prontitud y expedientes en la justicia, y otras causas generadoras 

de natural incertidumbre y de desconfianza, son razones extremadamente válidas 

para analizar a fondo esta proposición y hacer el intento . 

 

 Es necesario promover ante las autoridades competentes, que se realicen 

los tramites correspondientes, a efecto de que se tomen en cuenta las propuestas 

mencionadas en este capítulo, respecto a la procuración y administración den 

justicia, en razón de que dichos cambios son necesarios para conseguir el tan 

deseado Estado de Derecho que requiere hoy en día nuestro país. Si se logrará 

concretar las proposiciones solicitadas, la función de las autoridades sería más 

pronta y expedita y como consecuencia las indagatorias y los procesos serían 

más ágiles; todo esto sería en beneficio de la población en general. Así mismo, 

estas propositivas deberán ser aplicables a las autoridades carcelarias, con el 

objeto de encontrar en ellas profesionales en el desempeño de sus funciones, 

atacando directamente a la corrupción, todo esto en beneficio de la población 

privada de la libertad.  
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    2.5 LA READAPTACION SOCIAL DESDE UN PUNTO DE VISTA JURIDICO 
 
 
 A la justicia ,como concepto abstracto, se le define desde los tiempos más 

antiguos como la virtud de dar a quien lo suyo; aunque en los últimos dos siglos 

se le ha agregado condiciones de merecimiento. En este trabajo la entenderemos 

como la virtud de dar a quien lo que le pertenece, por su naturaleza, por su 

capacidad y por su esfuerzo. 

 

 

 Tradicionalmente se conoce tres clases de justicia la distributiva, la 

conmutativa y la judicial. Esta última,  tema central de nuestro estudio, se otorga a 

través de los tribunales previamente establecidos,  conforme   la ley a su espíritu, 

y a los principios generales de derecho, en los términos que más ampliamente 

establece el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

 

 
 ACTUALIZACION DEL ORDEN JURÍDICO.- Las leyes deben de 

responder a la realidad, y aunque también es cierto que tienen que contener el 

ideal que se requiere de la conducta del hombre, nunca, definitivamente nunca, 

puede el legislador permitir que los hechos rebasen a la norma que debe 

regularlos, guardando indeferencia y complacencia. 

 

 Actualmente podemos afirmar sin equivocarnos  que todo el derecho  se  

encuentra atrasado. Así , encontramos lo siguiente: 

 
 a) La redacción de los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, no pasaría el más benévolo examen gramatical: 

Dicen que  los delitos se “persiguen” cuando éstos se investigan y se prueban, y a 

quienes se persigue es a los delincuentes. Pretende el artículo  102 diferenciar a 

los “diplomáticos” de los “consulares  generales” ,como si estos últimos no 

pertenecieran a tal calidad, cuando quizá se quiso referir a los embajadores.  Por 

último, dice el 102 que el Ministerio Público deberá “hacer que todos los juicios se 

sigan con toda regularidad para que la administración de justicia  sea  pronta y 
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expedita…” , sin aclarar si únicamente, como aparece por la ubicación del texto y 

por lógica, se refiere al proceso penal, o si es una específica función impresa para 

actuar en los delitos en contra de la administración de justicia, pero de cualquier 

manera está mal redactado, pésimamente, y totalmente desarticulado. 

 
 b) La Ley de amparo está completamente fuera de la actual realidad, y 

fuera  del espíritu  con el que fue creada. Ha originado confusión que aún no se 

resuelve, sobre el alcance de sus resoluciones de inconstitucionalidad de leyes,  

no deja fuera el alcance de los pobres la protección de la suspensión del acto 

reclamado al exigir garantía, como si no fuera obligación del Estado la corrección 

del abuso en lugar de cuidar el riesgo; contiene una total contradicción e 

inoperancia en el capítulo de recursos, que llegan a ocupar la atención del pleno 

de la Corte; y ha llevado la jurisprudencia obligatoria para la legalidad, hacia las 

muchas veces múltiple opinión de cientos de magistrados. 

 
 Propongo ante estos ejemplos,  que el gobierno de la República y los 

abogados , convoquen a la comunidad jurídica nacional, y éstos a su vez a las 

reuniones mas amplias y representativas de la sociedad, con el objeto de 

intercambiar opiniones, experiencias y conocimientos, y preparar, quizá, un 

congreso constituyente paralelo al constituido que no debe dejar de operar, 

buscando la norma jurídica que ha de regir los destinos de México y de los 

mexicanos, en este presente tan diferente y en el futuro aún tan incierto. 

 

 CODIFICACION UNICA NACIONAL.- Algunos dicen que cuando menos 

uniforme; y ¿Por qué no? Si no lo que está haciendo daño es la disparidad y la 

diferencia, en lo que debería ser unidad por tener el mismo origen, el mismo 

apellido e idéntico destino. 

 

 Lo importante es ubicar un nuevo concepto  de federalismo nacional, o 

mejor dicho, ampliar el único real propósito y la esencia del federalismo, que 

significa unirse por voluntad en el crecer, en el confiar y en el esperar y buscar el 

fin común. En está unión impera la coincidencia y la diferencia se ajusta; lo que 

habrá que hacer primero en estudiar los integrantes de la República la posibilidad 

y permitir que se imponga la necesidad y la convivencia. 
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 Los códigos penales y civiles y sus relacionados de procedimientos, no se 

oponen en porcentaje significativo, y sí por el contrario, complican el conocimiento 

y el ejercicio de la legislación nacional. La identidad se puede y se debe 

incrementar por el derecho. 

 
 
 PROCEDIMIENTO UNIVERSAL.- Para la congruencia, la coherencia, la 

simplificación, la unidad y la integración, se propone un derecho procesal único 

aplicable a todas las materias. 

 

 Son muchos los errores que habría que corregir en los procedimientos de 

cada materia, y sobre todo las disparidades e incongruencias, que se derivan 

principalmente del anacronismo de algunos ,y de la pretensión de ser diferentes o 

mejores de otros cuerpos normativos procesales. Se dan en unos cinco días para 

contestar, en otros nueve, quince y hasta cuarenta y cinco, así como en unos hay 

que ofrecer pruebas desde el primer escrito y en otros durante cuarenta días 

hábiles. La realidad es que todos están alejados de la verdad jurídica por haberse 

separado de los principios de justicia procesal, basada en la oralidad, inmediatez, 

rapidez y concentración.  

 
 
 Es menester mencionar estos principios de la técnica procesal en esta 

prioridad general, para  hacer un llamado a la intención prioritaria, en beneficio de 

la impartición de justicia. 

 

 Todo juicio se limita a demanda, contestación, pruebas, alegatos y 

sentencia. Suprimiendo en todo lo posible los recursos, excepciones e incidentes 

de previo y especial pronunciamiento, podremos llegar a la sentencia en pronta y 

expedita justicia, conforme al mandato y el querer constitucional. 

 

 Con amplitud en términos para la demanda y su contestación; para el 

ofrecimiento y desahogo de pruebas, y con la absoluta confianza en nuestros 

organismos judiciales, juzgadores y servidores de la justicia, podremos encontrar  

este procedimiento universal de gran utilidad para la impartición de justicia. Lo 

importante es hallar primero la voluntad y el trabajo de la comunidad jurídica, y el 
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apoyo del pueblo para sus resultados. Hay que recordar que el proceso judicial es 

la mejor manera de evitar el enfrentamiento, fomentando el diálogo y la solución 

pacífica de la controversia, y con este punto de partida comenzar el intento. 

 
 
 FORTALECIMIENTO PARA LA SUFICIENCIA Y EFICACIA EN EL 
SERVICIO DE LA DEFENSORIA DE OFICIO.- Más de dos terceras partes de la 

población de nuestro país, carecen de los medios económicos para pagar los 

servicios de un abogado particular, que defienda sus derechos ante la autoridad 

jurisdiccional; además de que no en todas las materias se presta esta 

representación legal gratuita, y mucho menos en toda la extensión del territorio 

nacional. No hay defensoría de oficio que auxilie al indigente en la elaboración y 

tramitación de un “amparo”, ni el pequeño comerciante en la impugnación de una 

multa, o al pequeño propietario inmobiliario para el justo cobro de los impuestos y 

derechos. 

 
 La defensoría de oficio en materia penal y laboral, así como la 

representación jurídica gratuita en cuestiones familiares, de incapaces legalmente 

y al consumidor, son notoriamente insuficientes en número y urgentemente 

necesitadas de superación en calidad. 

 

 Debemos unir todos los esfuerzos del estado mexicano, encaminados a 

proporcionar atención legal gratuita y crear una estructura piramidal con calidad y 

cantidad suficientes. 

 

 Pondremos por ejemplo la Ciudad de México: 

 

 a) La defensoría de oficio, como institución autónoma, debe ser 

encabezada por un abogado de amplios conocimientos y reconocido prestigio, 

dándole en reciprocidad el salario generoso y la dignidad que merece, a efecto de 

que dedique el total de su tiempo y de su vocación por la justicia, en beneficio de 

esta gran cantidad de necesitados. 

 

 b) Deben secundar a este titular de la defensoría de oficio, por decir un 

número, 18 abogados especialistas en las ramas más comunes de la ciencia 
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jurídica, también dignamente retribuidos, de quienes dependerán   un gran 

número de abogados bien remunerados, los que dirigirán los juicios, procesos y 

procedimientos que se encarguen al área de su competencia. 

 

 c) Todos los estudiantes de todas las escuelas y facultades, que hayan 

terminado la licenciatura en derecho, como obligatorio servicio social, un año 

entero trabajando como abogado de quienes necesiten sus servicios, 

encargándoles la responsabilidad total en tres juicios , a cada uno, supervisados 

por el titular del área respectiva. Así formaremos verdaderos abogados y se 

proporcionará el servicio con miles de personas con vocación jurídica, dirigidas 

por juristas capaces en cumplimiento de un empleo digno. 

 

 d) Con la misma estructura piramidal de servicios que se describe en los 

incisos anteriores, variando los números, se recomienda establecer también la 

defensoría de oficio delegacional. 

 
 
 NUEVAS PRUEBAS, NUEVO JUICIO.- Es cierto que la cosa juzgada debe 

evitar la repetición del juicio; es cierto que a nadie, ni ningún hecho, deben 

juzgarse dos veces, es cierto también que la seguridad jurídica debe cuidar por la 

eficacia de la cosa juzgada. Verdad es, como principio de justicia, que la 

sentencia justa suspende los efectos de la injusticia. 

 

 También es cierto, sin duda, que en muchas ocasiones se ha presentado, 

se presenta y se presentará, el caso de sentencia formal que se convierte en 

injusta aunque haya sido dictada en toda legalidad, porque aparecen nuevas 

pruebas que acrediten la verdad jurídica que alegó el sentenciado en su defensa. 

Debe de admitirse entonces la posibilidad de un nuevo juicio, pero exclusivamente 

cuando estas nuevas pruebas sean de valor probatorio pleno, indubitables y 

contundentemente y que, sin duda también estas pruebas no hayan sido del 

conocimiento de quien ahora las alega y ofrece. 

 

 En este caso por defecto de la defensa, no podría proceder la acción en 

contra del colitigante o juzgador, ya que la culpa del hecho la tiene el sentenciado, 
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que en su momento tuvo como carga la prueba de su dicho, pero en todo lo 

posible, cuando la otra parte o alguien haya impedido intencionalmente la 

acreditación de la prueba, podrá a éste demandarle el daño y los perjuicios 

causados. 

 
 QUE LA UNICA AUTORIDAD A QUIEN UN INCULPADO DEBE RENDIR 
DECLARACION, SEA LA AUTORIDAD JUDICIAL Y EN PRESENCIA DE SU 
ABOGADO.- Es verdad que recientemente se superó el viejo vicio de permitir a 

las autoridades judiciales, la toma de declaración de los presuntos responsables 

de haber cometido un delito, pero también es verdad que el tiempo y la realidad, 

nos permiten y nos obligan para seguir reparando conductas equivocadas, y 

procurando la justicia mediante el freno al abuso. 

 

 El Ministerio Público que todavía puede tomar la declaración del indiciado, 

también es parte interesada tanto en la averiguación previa como en el proceso 

penal, auque los resultados aparentemente no le benefician mas que al ofendido, 

a la victima o al sujeto pasivo, por la reparación del daño y sanción a quien 

trasgredió sus derechos, y a  la sociedad en el campo del derecho penal; es 

verdad igualmente que son supuestos éxitos la carrera ministerial se ve 

promovida. ¡ Esto no le puede permitir y mucho menos fomentar la ley penal! 

 

 La ley debe establecer que la única  declaración que puede constar por 

escrito y que tendrá valor legal, será la rendida ante la autoridad judicial 

competente y ante la presencia del abogado defensor del inculpado, 

desapareciendo también la figura de “persona de su confianza” , que ante la 

presencia de madres, hermanos o amigos, aumenta la presión moral. 

 
 La autoridad investigadora y el Ministerio Público, podrán interrogar al 

presunto, al testigo y a toda persona relacionada, con el debido respeto, sin que 

aquellas tengan obligación de responder, así como siempre en lugar público, con 

la presencia de su abogado y sin que puedan constar por escrito, ni gravadas las 

respuestas, ya que el único fin es la investigación de los hechos. 
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SUPRIMIR RECURSOS, ASI COMO EXCEPCIONES E INCIDENTES DE 
PREVIO ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO.- La sentencia y su cumplimiento se 

ha venido retrasando cada vez más, no sólo por la influencia de los órganos 

jurisdiccionales y por los vicios de los cuales se hace uso, sino también y como 

elemento importante, por la existencia de recursos, excepciones e incidentes que 

suspenden el procedimiento. Se propone la reforma a los códigos de 

procedimientos para que se supriman en todo lo posible estos derechos y 

privilegios jurídicos de defensa de interés legítimo, y los que subsistan sea 

obligación de los jueces resolverlos en los siguientes tres días a su 

substanciación, con severa pena en caso de negligencia, y que después de esta 

resolución la apelación procedente sea siempre en efecto devolutivo, es decir sin 

suspender el procedimiento. 

 

El riesgo que se corre es costeable para la administración de justicia, si se 

vigila el cumplimiento de la función judicial en tiempo y forma, y de la misma 

manera se observa la sanción por el incumplimiento, considerado que antes se ha 

dado ya la suficiencia en todos los recursos que requiere el poder judicial. 

 

Antes este riesgo de causar daños a intereses legítimos a personas de 

buena fe, debe compensarse mediante la reforma judicial a la responsabilidad civil 

de la contraparte y de sus abogados, así como la del propio juzgador, quienes 

mediante juicio y previa a la reforma a los códigos respectivos, deberán 

indemnizar al agraviado, por la sola conducta ilícita, en una cantidad que sea 

ejemplar para ellos y los ajenos, independientemente de la responsabilidad penal 

en que pudieran incurrir. 

 
OBLIGACION DE CONSIDERAR LOS ALEGATOS Y RELACIONARLOS 

EN LA SENTENCIA.- Hasta ahora los alegatos de las partes son solo una 

facultad del promovente para expresar el resumen de su verdad jurídica 

sustentada en las pruebas desahogadas, y comparada con la verdad jurídica y 

pruebas del oponente, sin que sea obligación oral, agravándose porque cuando el 

juzgador no está presente en las audiencias, ni siquiera los escucha. 
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Los alegatos se hacen después de haberse presentado la demanda y su 

contestación, y desahogadas todas las pruebas de las partes y terceros. Esta 

etapa procesal denominada “alegatos”, consiste en la expresión en síntesis de la 

verdad jurídica de cada una de las partes, refiriéndola a sus pruebas aportadas y 

a la verdad jurídica de la contraparte y a las pruebas ofrecidas por esta última. 

Son los alegatos parte verbal del procedimiento que debe de ser, sin 

excepción y sin excusa, obligación del juzgador considerar y relacionar en su 

sentencia. Es importante porque este ejercicio acercaría al juez al conocimiento 

de la verdad material de los hechos, y de la verdad jurídica de cada juicio o 

proceso. 

En conclusión, podemos decir que todas estas propuestas, analizadas 

desde un punto de vista jurídico, y aplicadas al derecho penitenciario, facilitarían 

la agilidad de los procesos penales que se siguen en contra de los indiciados, y 

procesados internados en los centros penitenciarios, lo que ayudaría a las 

autoridades a través de la administración y procuración de justicia, de lograr 

reducir los hechos delictivos de nuestro país, y como consecuencia se lograría 

abatir la sobrepoblación de las cárceles de nuestro país.   
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CAPÍTULO CUARTO 

SOBREPOBLACIÓN EN OTROS PAÍSES 

 

Condiciones carcelarias  
  
Las violaciones a los derechos humanos constatadas por la en las cárceles, 

penitenciarías, estaciones de policía y salas de retención transitorias visitadas, 

derivan de la combinación de altos niveles de saturación o hacinamiento 

penitenciario y malas condiciones de detención, aunados a la mala gestión 

penitenciaria, ingobernabilidad, corrupción e impunidad prevalecientes en la 

mayoría de los centros.    

 

La compleja y difícil situación que vive la población carcelaria en las diferentes 

prisiones del país, fue constatada por el Grupo de Trabajo de los diversos 

testimonios que recogió de los internos, y de la información proporcionada por las 

organizaciones de derechos humanos, así como de representantes de la sociedad 

civil. Los problemas más comunes que la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos ha, podido identificar en las prisiones visitadas son los siguientes: 

 

• Hacinamiento crítico, frecuentemente severo. 

• Falta de celeridad procesal. 

• Tenencia ilegal de armas. 

• Deficiente atención médica. 

• Malos tratos a los internos. 

• Problemas relativos al traslado de los presos. 

• Tratos o penas crueles inhumanos y degradantes, producto de la violencia 

y las malas condiciones de detención. 

• La falta de separación de reclusos por categorías.  

• Infraestructura y condiciones higiénicas y sanitarias marcadamente 

deficitarias. 

• Escasez y/o inadecuada calidad de alimentos.  

• Inseguridad jurídica de las personas privadas de libertad, incluyendo la 

falta de un recurso efectivo ante la ley. 
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• Falta de acceso por parte de la mayoría de las personas privadas de 

libertad a la educación, al trabajo y la recreación.  

• Falta de tratamiento penitenciario y atención especializada requerida por 

muchas personas privadas de libertad, incluyendo los grupos vulnerables.  

  

Esta situación genera altos niveles de tensión y violencia intracarcelarias,  la 

pérdida de control adecuado de los centros carcelarios y penitenciarios por parte 

de las autoridades, y  ésto sofoca los principios rehabilitadores. Ello explica la 

elevada incidencia de motines en las cárceles del país, muchas veces con 

resultados trágicos, incluyendo masacres de reclusos.  

 

Huelga de hambre de cerca de 300 prisioneros y protestas en 2 Cárceles 

de Bolivia- 4  de prisioneras embarazadas en huelga de hambre. Presos 

protestaban este jueves en dos cárceles de Bolivia por la ampliación de 

una lista de reos indultados y el desembolso de recursos para mejorar la 

alimentación, confirmaron autoridades penitenciarias.   

 

Mientras representantes de los reclusos informaron de al menos 500 

personas en huelga de hambre, las autoridades de la oficina nacional de 

Penitenciarías no pudieron precisar el alcance de la protesta.  

Según Rubén Saldaña, regente general de la cárcel de Palmáosla, unos 

900 km al este de La Paz, y una de las más pobladas del país, hizo de 

conocimiento en 260 el número de huelguistas, entre ellas a 56 en el 

pabellón de mujeres, cuatro de ellas embarazadas.  

 

Los internos de Palmasola reivindican la ampliación de una nómina de 

indultados, expedida por la justicia a principios de este año, y que no 

incluyó a presos por narcotráfico por prescripción de una legislación 

antidroga en vigencia. En Tarija, 920 km al sur de La Paz, Bolivia,  en   la  
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cárcel de Moros Blancos existen 219 hombres en huelga y 30 reclusas 

en el pabellón de mujeres, según Dámaso Torres, vocero de los presos. 

(49 ) 

BRASIL 

En el Brasil las prisiones constituyen uno de los peores   lugares en los que un 

ser  humano puede vivir. ¡Es el infierno! Un lugar  para las  personas  pobres.   Es 

un  universo  de  cornicerias,   corrupción,  humillación  a  los  familiares,  castigos     

corporales, tráfico, soledad, donde sobrevivir es una arte.  

 

Se estima que en el Brasil existen más de 230 mil presos en el sistema 

penitenciario y aún 90 mil en delegaciones, totalizando 320 mil, según los datos 

oficiales de finales del año pasado, 2001. Más del 95% de los presos son 

hombres; cerca del 85% de las mujeres reclusas son madres; más del 50% son 

negros y pardos; más del 90% de los presos brasileños provienen de familias 

pobres; más del 90% tienen menos de los ocho años de estudio 

constitucionalmente garantizados; más del 90% son condenados a cumplir pena 

en régimen cerrado; cerca del 70% que salen de la prisión acaban regresando; 

menos del 10% de los presos poseen características criminológicas que 

justifiquen régimen disciplinario y medidas de seguridad más rígidas.  
 

      Este panorama alimenta este cuadro social brasileño, que con sabiduría 

asocia criminalidad a desigualdad social y a selectividad del sistema de justicia  

criminal. Tal sistema castiga a los más vulnerables y pobres, y posibilita a los más 

privilegiados, los  ricos, a  escapar de la acción de la "justicia".  

 

      En Brasil, quien es preso pierde la libertad y los derechos humanos 

fundamentales. Las autoridades brasileñas acostumbran cerrar los ojos  

delante de los casos de tortura y muerte, que ocurren en las manos de  

policía, agentes penitenciarios y bandas de "elite" , existentes entre los internos 

de muchas delegaciones y penitenciarias. Los presos viven apiñados en celdas 

oscuras, sin ventilación e infectadas de insectos y roedores, donde permanecen   
49.- Alfonso Castro Martínez. Breve reseña sobre Bolivia Carcelario. “Revista de Estudios Penitenciarios” 

Año. XX. No. 169-171. Pág. 76 
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expuestos a enfermedades potencialmente fatales como el SIDA y la 

Tuberculosis, para los cuales reciben poco o ningún tratamiento. Puede 

permanecer en tal situación durante años, con poco o ninguna información sobre 

los respectivos procesos y sin contacto con ningún abogado.  

 

      La situación de las mujeres, niños, niñas y adolescentes bajo detención, no  

mucho mejor. Muchos viven en celdas sobrepobladas e inmundas, sujetos a la 

violencia e intimidación por parte de policías y agentes penitenciarios. El sistema 

dedica poca o ninguna consideración a los requisitos específicos de las mujeres 

embarazadas y madres, o al sufrimiento y la ruptura que sufren las familias 

cuando ocurre la separación entre la madre y los hijos.  

 

       La ley brasileña determina que sólo se debe recurrir a internar menores 

"demostrada la necesidad imperiosa" de la medida, pero aún así la policía es 

capaz de mantener niños, niñas y adolescentes presos durante 45 días, 

simplemente por causa de trastornos, y los niños y niñas que cometen delitos 

tienen mayor probabilidad de recibir penas privativas de libertad que los adultos.  

 

       El sistema penitenciario está en crisis las rebeliones; son prácticamente 

semanales y los casos de agresión casi diarios. Pero ¿por qué los presos se 

rebelan? Toda rebelión es un grito de libertad, de desesperación...El grito de los 

presos comienza con la injusticia cometida en la manera por la cual ellos son 

detenidos, o mejor dicho, cazados. Peor que a los animales. Son cazados como 

culpables, mientras que la ley dice que todo ciudadano es  

inocente hasta ser declarado culpable por la justicia. 

 

       El grito de revuelta continua cuando el condenado es recluido en la prisión, 

siendo que en el primer mes debería pasar por un período de clasificación, pero  

nada de eso se realiza. Los presos están amontonados, sin sol, muchas veces sin 

aire o en condiciones de vida humana. Ese momento de tragedia no realizado 

hace surgir el grito oculto por las paredes de la mazmorras, donde están 

encerrados los presos.                                                                                                                    
        



 132

       El grito del preso es un grito de revuelta por no haber sido considerado un  

ser humano. La única ley de la prisión es la seguridad máxima para impedir  

fugas. La falta de ayuda jurídica es otro serio problema enfrentado por los  

presos. Siendo ésta, en parte, la causa de un rebelión y dos intentos  

de fuga diarias en el Brasil. El preso está en la mano de otros y sin asistencia  

jurídica, pues 95% son pobres y el 85% no tienen condiciones de contratar un 

abogado.  

 

       La igualdad es negada en la prisión ¿quién dijo que todos eran iguales  

delante de la ley? ¡Mentira! Ya que el preso vive en la desigualdad. De ese crimen 

el sistema judicial es el responsable. El preso se subleva porque jueces, 

banqueros políticos y otros no son condenados. 

 

       La falta de comida es otro factor que mucho contribuye para la revuelta.  

Existen casos de dinero destinado a la compra de alimento para los detenidos,  

que es desviado en ciertos sectores del sistema carcelario.  

Estómagos vacíos, sonando de hambre, desespera a los presos.  Por otra parte, 

torturar al preso es una nefasta práctica muy difundida. Ellos son torturados en las 

celdas fuertes, en los escritorios, en los carros, en las calles oscuras y apartadas; 

se tortura antes, durante o después de la prisión, se tortura al preso desde el 

Norte al Sur de Brasil. 

 

       La falta de asistencia médica en las prisiones deja a muchos presos con 

miembros fracturados, cabezas rajadas, pulmones y riñones inutilizados, 

parapléjicos por falta de asistencia médica. La familia del preso es trágicamente 

abandonada. La mujeres de los presos, en gran parte de los casos, son obligados 

a prostituirse para dar pan a los hijos.  
 

En respuesta a todo esto, el Gobierno brasileño, Estatal y Federal, construyen 

cada vez más penitenciarias y refuerzan el sistema carcelario.  

(50) 

 
50.- Embajada de Brasil. 

 



 133

Perfil   Social de las Personas Presas 
 
 

En su mayoría, la población penitenciaria en Brasil  es joven, ya que el 58% de 

las personas privadas de libertad se encuentra entre los 18 y 30 años. Una parte 

importante de la misma se caracteriza por el analfabetismo y escaso nivel de 

educación formal; el desempleo, o si tenía empleo antes de la orden de 

aseguramiento, éste era sumergido a veces ilegal y con frecuencia delictivo. Su 

salud, a pesar de su juventud, se encuentra muy debilitada. La mayoría proviene 

de zonas desfavorecidas, viviendo en barrios malamente atendidos por los 

servicios básicos, y constituyendo poblaciones escasamente arraigadas, por la 

migración a los centros urbanos.  Es una población marginada por la sociedad. 

  

En las cárceles y penitenciarias se encuentran las personas pertenecientes a 

los grupos más vulnerables socialmente, que constituyen una población 

homogénea y de ciertos grupos sociales. Caso aparte merecen algunos de los 

recluidos en condiciones especiales y que no están comprendidos en el Art. 29 de 

la Ley 65, y quienes por disponer de recursos económicos no sufren las 

condiciones inhumanas y degradantes, que tienen que soportar los demás 

internos al carecer estos de recursos económicos.  Existe aún, en las cárceles y 

penitenciarias, una evidente selección contra las clases más desfavorecidas 

socialmente.  En otras palabras, se penaliza la pobreza. 

 

El 10 de diciembre de 1999, día del 50 aniversario de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos, 400 reclusos de la cárcel municipal de Osasco, en San 

Paulo, fueron arrastrados fuera de sus celdas por la policía y obligados a correr 

entre dos filas de policías que, a medida que pasaban, les propinaban golpes y 

patadas, observados por el juez que autorizó la "operación". Los policías gritaban 

"hoy es el día de los derechos humanos, y éstos son los derechos de los presos”. 

Así comienza un informe de Amnistía Internacional, que denuncia que los 

presos son las víctimas olvidadas de las violaciones de los derechos humanos en 

Brasil. Hacinados en celdas insalubres, viven con el temor a ser atacados por 

otros reclusos o por los agentes de la autoridad. El informe desgrana auténticas 
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historias de terror, pero señala también casos en los que se han logrado, pese a 

los escasos recursos, condiciones humanas de reclusión, lo que demuestra que 

las soluciones son posibles. 

Brasil cuenta con unos 170.000 presos comunes recluidos en más de 500 

prisiones, y en miles de comisarías de policía y cárceles municipales que sólo 

tienen capacidad para unos 74.000. Cada año se producen decenas de muertes 

bajo custodia, pero la mayoría ni se investigan ni se documentan. Los funcionarios 

no se atreven a entrar en algunos recintos, convertidos en cotos controlados por 

los presos más violentos. Motines y fugas periódicas se saldan con baños de 

sangre y con frecuentes actos de brutalidad policial.  

VIOLENCIA "USUAL" 

Un ejemplo: el 29 de mayo de 1998 estalló una lucha entre bandas rivales 

en la prisión de máxima seguridad de Barreto Campelo, en Pernambuco; murieron 

22 presos y 13 resultaron heridos. A nueve los quemaron vivos. El secretario de 

Justicia del Estado comentó que ese tipo de incidentes era "usual", y culpó al 

exceso de reclusos y a la escasez de personal: 23 funcionarios de prisiones y 9 

policías militares vigilaban una prisión con más de mil presos de máxima 

seguridad, el doble de su capacidad. 

La Policía Civil utiliza sistemáticamente la tortura para extraer confesiones. 

En las prisiones y comisarías también se recurre a las palizas para controlar a un 

número, siempre en aumento, de detenidos. El sistema en sí ofrece escasa 

protección a los presos para que denuncien violaciones de derechos humanos.  

Las condiciones de reclusión constituyen por sí mismas un trato inhumano. 

Los detenidos corren peligro de contraer enfermedades mortales como la 

tuberculosis o el SIDA, y quienes ya las sufren no reciben un tratamiento 

adecuado. Reclusos parapléjicos han muerto bajo custodia por falta de asistencia 

médica. 

Otro ejemplo: a varios presos parapléjicos recluidos en el Hospital Central 

de la Penitenciaría Estatal de San Paulo, les negaron deliberadamente la 

asistencia  médica,  lo que  provocó lesiones graves e incluso muertes, según una   
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investigación realizada en marzo de 1999 por la Fiscalía del Estado. Uno de los 

parapléjicos no había sido sometido a examen médico durante más de dos años. 

La responsabilidad de la atención recaía sobre otros presos. El tratamiento 

improvisado para las escaras, que todos ellos sufrían consistía en aplicar una 

mezcla de café en polvo y azúcar sobre las heridas en carne viva, y cortar la 

carne descompuesta. Las escaras iban empeorando con el tiempo, y la carne 

llegaba a pudrirse hasta el hueso. Los presos se fabricaban sus propias sondas 

urinarias generando graves infecciones. 

MUJERES Y NIÑOS 

Las condiciones de reclusión no son mucho mejores para las mujeres y los 

niños. Las prisiones no están preparadas para atender a necesidades específicas 

de las reclusas, como la atención prenatal, y no se toma en cuenta la 

responsabilidad que las mujeres tienen en la atención básica a la familia. Los 

niños muchas veces son detenidos, porque los policías consideran que pueden 

correr peligro o que pueden haber cometido un delito. La espera de 45 días en un 

centro de detención lúgubre y sucio suele ir seguida de una orden de reclusión en 

condiciones similares a las anteriormente descritas. 

El desprecio que muchas personas manifiestan hacia los delincuentes, se 

aprovecha para justificar los tratos más espantosos a que puede someterlos la 

policía. Varios políticos han hecho incluso campaña utilizando el eslogan: "El 

único delincuente bueno es el delincuente muerto". 

.PRISIONES SIN CONTROL   

Hay muchos centros que, en la práctica, están dirigidos por un pequeño 

grupo de presos violentos. Según un estudio, la mayoría de las víctimas de los 

"incidentes penitenciarios" son presos, y los propios reclusos son responsables de 

más del 80% de estas muertes bajo custodia. En muchas prisiones grandes, los 

pabellones de las celdas son zonas vedadas para los funcionarios y son 

controladas por los “presos de confianza”. 

En marzo de 1999, la Fiscalía del estado de San Paulo recomendó  que se 

juzgara  a  dos altos  cargos del departamento de prisiones por no haber intentado   
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impedir las actividades de una banda de presos violentos que actuaba en cárceles 

y comisarías, a pesar de que las conocían desde febrero de 1997. El grupo 

conocido como Primero Comando da Capital, organizaba motines y fugas, 

ordenaba y cometía asesinatos de otros reclusos y traficaba con drogas y armas. 

Otro ejemplo: los reclusos de la penitenciaría masculina de Manaus, 

afirmaron que la dirección de la prisión utilizaba a ciertos presos para golpear y 

castigar a los otros ", el alcalde no hace más que decir "prefiero matar a la 

serpiente con su propio veneno para no mancharme las manos". Los presos "de 

confianza" incluso han apuñalado a otros presos, porque el alcalde les permite 

llevar armas". 

 POSIBLE SOLUCIÓN 

La crisis del sistema penitenciario ha provocado un debate social y político en 

Brasil, comisiones de investigación incluidas, además de un programa de 

construcción de prisiones. Se ha reformado la legislación para permitir a los 

jueces aplicar penas alternativas a la prisión para los delitos menos graves, 

aunque se aplica de forma muy desigual. 

Pero tales medidas no parecen suficientes. Algunas prisiones pequeñas, 

administradas por fundaciones benéficas, han demostrado que hay soluciones. 

Por ejemplo, la Penitenciaría Luis Plácido de Souza, en Caruaru, Pernambuco, 

alberga a muchos más presos de los que admite su capacidad (202 reclusos en 

un espacio concebido para 50). Voluntarios cubren la falta de asistencia letrada 

gratuita y de personal médico, y cada turno está cubierto por tan sólo dos 

funcionarios de prisiones. Pese a ello, los administradores de la prisión han 

conseguido reducir la violencia. Muchos presos trabajan en la elaboración de 

artesanía regional, o en un programa de reciclado de trapos para limpiar 

automóviles. También hay un programa educativo. La cifra de reincidencia es muy 

baja, del 10 por ciento (esta cifra llega a alcanzar el 70 por ciento en otros 

centros). 

 

Quizá la principal innovación es el esfuerzo para apoyar la relación de los 

presos con sus familiares. A la prisión se le ha dado un entorno lo más acogedor 
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posible, y se organizan días especiales para los niños con talleres de arte y teatro. 

En una ocasión, los funcionarios de la prisión incluso acompañaron a los reclusos 

y a sus hijos a visitar su  local. La participación de organizaciones no 

gubernamentales y grupos comunitarios en estos establecimientos, demuestra 

que es posible introducir cambios incluso con recursos limitados y escasez de 

personal.  

 La Misión constató en estaciones de policía y las salas de retenidos la 

presencia de personas privadas de libertad sindicadas y condenadas, detenidas 

en las mismas por largos períodos de tiempo (hasta dos años), sin acceso alguno 

a derechos básicos, incluyendo atención médica, alimentación adecuada, 

separación por categorías, derecho a la defensa jurídica, recreación y acceso al 

sol,  visitas familiares y a un recurso efectivo ante la ley para hacer valer sus 

derechos. Los delegados de la Misión constataron en algunas estaciones y salas 

visitadas de hacinamiento de hasta 800 % de las plazas disponibles, y la 

presencia de niños y niñas privados de la libertad junto con adultos (hombres y 

mujeres), así como también evidencias físicas de sendas golpizas propinadas 

presuntamente por los agentes policiales, trato que aparentemente con frecuencia 

aguarda a los detenidos que osan reclamar por sus derechos, y para lo cual los 

responsables parecen gozar de total impunidad, ya que la Misión no conoció caso 

alguno de sanción contra guardias responsables de tales hechos.  

 

COLOMBIA 

Con un fuerte acento positivista en su legislación penal de casi todos los 

problemas conocidos de hacinamiento y la falta de presupuesto. En sus 

reglamentos se recepta todo el sistema progresivo como ocurre en el código de 

régimen carcelario de 1934 (decreto ley 1405). En éste influyeron el Proyecto de 

código de 1921 de Enrique Ferri, el Reglamento de Rocco y Novelli, el código de 

ejecución de sanciones de Cuba de 1936 y varios reglamentos anteriores de 

Colombia . En el nuevo código de régimen carcelario y penitenciario (decreto ley 

1817 de 1964), se estableció la concreción de los principios que orientan el 

sistema progresivo. (51) 

51.- Mirla Linares Alemán. El Sistema Penitenciario Colombiana. Instituto Nacional de Ciencias Penales y 

Criminologìcas. Ed. Universidad de Colombia. Pág. 177 
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La Misión concluye que el derecho a la salud de las personas privadas de 

libertad se viola de manera generalizada y sistemática, en las cárceles y 

penitenciarías de Colombia. Por ello el Estado colombiano debe cumplir de 

manera inmediata y efectiva con sus obligaciones en la materia, comenzando por 

el cumplimiento sin dilaciones de las Sentencias T-522/92, T-530/99, T-606/98 y 

T-607/98 de la Corte Constitucional, en las cuales se considera inexcusable la 

falta de prestación de servicios médicos y medicamentos necesarios, expeditos, 

oportunos y suficientes, se ordena su prestación y suministro a los internos que lo 

requieran, y se ordena asimismo la implementación de un sistema de seguridad 

social en salud para todas las personas privadas de libertad, sindicadas y 

condenadas en Colombia. El Estado colombiano, mediante las instituciones 

directamente responsables, deberá también dar inmediato cumplimiento a las 

Sentencias T535/98 y T-502/94 de la Corte Constitucional, las cuales ordenan 

garantizar normas y niveles adecuados de higiene y sanidad en los centros de 

reclusión, y proteger la salud de enfermos de enfermedades debilitantes como el 

SIDA,  respectivamente. Ambas sentencias tampoco se han cumplido hasta la 

fecha. (52) 

 

En virtud de la situación de incumplimiento de las sentencias arriba 

mencionadas, por parte de las autoridades directamente responsables (Ministerio 

de Justicia y del Derecho, el INPEC y el Ministerio de Salud), con las graves 

consecuencias que acarrea, incluyendo la vulneración de las obligaciones del 

Estado colombiano, en materia de salvaguarda y protección de los derechos 

humanos de sus ciudadanos, deberá asegurarse un monitoreo independiente y 

efectivo su cumplimiento, y deberá sancionarse administrativa y/o penalmente a 

todo funcionario y/o a las autoridades responsables de tal incumplimiento. 

 

A la par de lo anterior, el Estado deberá desarrollar una política multisectorial, 

a mediano y largo plazo, que incluya principalmente a los Ministerios de Justicia y 

del  Derecho  y  al  de  Salud,  al  INPEC,  la Universidad, a la sociedad  civil y a la    

 

 

 
52.- Embajada de Colombia. 
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empresa privada, a fin de priorizar la atención del sector salud en las cárceles y 

penitenciarías, mediante el apoyo a programas e iniciativas para mejorar la 

calidad de la atención médica primaria (preventiva), secundaria y terciaria, 

incluyendo programas especiales sobre enfermedades prevenibles e infecto-

contagiosas (Tuberculosis y VIH/SIDA). 

 
La existencia notoria de un estado de cosas inconstitucional  

en el sistema penitenciario 

  

Las cárceles colombianas se caracterizan por el hacinamiento, las graves 

deficiencias en materia de servicios públicos y asistenciales, el imperio de la 

violencia, la extorsión y la corrupción, y la carencia de oportunidades y medios 

para la resocialización de los reclusos. Razón le asiste a la Defensoría del Pueblo, 

cuando concluye que las cárceles se han convertido en meros depósitos de 

personas. Esta situación se ajusta plenamente a la definición del estado de 
cosas inconstitucional. Y de allí se deduce una flagrante violación de un 
abanico de derechos fundamentales de los internos en los centros 

penitenciarios colombianos, tales como la dignidad, la vida e integridad personal, 

los derechos a la familia, a la salud, al trabajo y a la presunción de inocencia, 

etcétera. (53) 

 

 En efecto, tanto el derecho a la dignidad como el de no recibir tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes, se ven quebrantados por el 

hacinamiento y las malas condiciones de la estructura física y de servicios 

públicos que se encuentra en los centros de reclusión; los derechos a la vida y la 

integridad física son vulnerados o amenazados de manera inminente por el mismo 

hacinamiento, por la mixtura de todas las categorías de reclusos y por la carencia 

de los efectivos de guardia requeridos; el derecho a la familia es quebrantado por 

la superpoblación carcelaria y las deficiencias administrativas, condiciones éstas 

que implican que los visitantes de los reclusos han de soportar prolongadas 

esperas, bajo las inclemencias del clima, para poder ingresar al centro, y que 

dificultan en grado extremo las visitas conyugales y familiares; el derecho a la     
53 htt: //www.hchr.org.co/documentos e informes/ temáticos/informe/%20 cárceles.hth. 
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salud se conculca dadas las carencias infraestructurales de las áreas sanitarias, 

la congestión carcelaria, la deficiencia de los servicios de agua y alcantarillado y 

la escasez de guardia para cumplir con las remisiones a los centros hospitalarios; 

los derechos al trabajo y a la educación son violados, como quiera que un altísimo 

porcentaje de los reclusos no obtiene oportunidades de trabajo o de educación, y 

que el acceso a éstos derechos está condicionado por la extorsión y la corrupción; 

el derecho a la presunción de inocencia se quebranta en la medida en que se 

mezcla a los indicados con los condenados, y en que no se establecen 

condiciones especiales, más benévolas, para la reclusión de los primeros, etc.  

  

  Ante la gravedad de las omisiones imputables a distintas autoridades 

públicas, la Corte debe declarar que el estado de cosas que se presenta en 
las prisiones colombianas, descrito en esta sentencia, es inconstitucional, y 

exige de las autoridades públicas el uso inmediato de sus facultades 

constitucionales, con el fin de remediar esta situación.  

 

En cambio la Misión constató que es la marcada prevalencia de 

ingobernabilidad y corrupción, en la mayoría de las cárceles, aunada a una 

alarmante falta de medidas preventivas efectivas contra la violencia, la que 

condiciona y favorece los brotes de violencia registrados a menudo en las 

cárceles y penitenciarías de Colombia. Efectivamente, aquellos no difieren 

mayormente del tipo de violencia y enfrentamientos entre reclusos, registrados en 

los sistemas penitenciarios de algunos países de la región, que adolecen niveles 

similares de desgobierno penitenciario pero donde no existe un conflicto armado 

interno. (54) 

  

 VENEZUELA 

Las estadísticas nacionales, aunque llamativas, no ofrecen un panorama 

general del hacinamiento del sistema venezolano, ya que muchos centros están 

considerablemente más sobrecargados de lo que indica la media nacional. De 

hecho, en enero de 1999, cuando el sistema en su totalidad estaba  cerca del 160  
54.- Tutela T 153, Corte Constitucional de Colombia 

28 de abril 1998, Magistrado Ponente Eduardo Cid Fuentes. Embajada de Colombia. 
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por ciento de su capacidad, once de las prisiones del país llegaban al 200 por 

ciento de su capacidad, y las más abarrotadas de estas prisiones albergaban 

entre tres y cinco veces la cantidad de internos para la que habían sido 

diseñadas. Algunos de los centros más afectados eran Sabaneta en Maracaibo, 

que había sido diseñada para 800 presos y albergaba a 2,543; el Centro de 

Reeducación y Trabajo Artesanal El Paraíso (La Planta) en Caracas, diseñado 

para 400 presos y que albergaba a 1,681; la Cárcel Nacional de Ciudad Bolívar, 

diseñada para 400 presos y que albergaba a 1.094; el Internado Judicial de San 

Juan de los Morros, diseñado para 275 presos y que albergaba a más de 1,000 y 

el Internado Judicial de Cumaná, diseñado para un centenar de presos y que 

albergaba a más de 450. 

  

Las normas internacionales en materia de derechos humanos, son vagas 

en relación a los límites tolerables de hacinamiento en las prisiones. No obstante, 

la cantidad de personas hacinadas en las prisiones venezolanas más pobladas, 

supera con creces los máximos justificables, especialmente teniendo en cuenta la 

violencia y las condiciones de deterioro producidas por el hacinamiento.  

 
Procesados  

 

Casi el 70 por ciento de la población carcelaria está compuesta por 

procesados: personas cuyos casos están pendientes en alguna de las etapas de 

las lentas diligencias penales venezolanas. Una proporción alta de estos presos 

no han sido condenados por ningún delito, pero se les mantiene en detención 

preventiva; el resto están apelando sus condenas. Como sucede con el 

hacinamiento, la mayoría aplastante de procesados en el sistema de prisiones 

también viene de largo. 

  

En las prisiones venezolanas existen cantidades desproporcionadas de 

procesados por dos motivos. En primer lugar, porque en la mayoría de los casos 

se decreta el encarcelamiento de los acusados en lugar de la libertad provisional. 

Aunque en 1992 se decretó una ley que facilitaba la libertad condicional de 

algunos presos, en la mayoría de los casos no se ha aplicado. En segundo lugar, 

en Venezuela es típico que los procesos penales se prolonguen durante años. 
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Según todas las informaciones, la judicatura está asolada por la corrupción, la 

falta de formación de sus miembros, la carencia de personal y la politización, una 

combinación de defectos que dificulta claramente su funcionamiento eficaz. Los 

procesos penales en Venezuela, conducidos según una ley que no ha variado 

esencialmente desde 1926, siguen basándose en el modelo inquisitorial 

tradicional. Se basan en documentos escritos en lugar de testimonios orales, y se 

dividen en distintas etapas, algunas de las cuales pueden llegar a ser bastante 

largas. Esta ley arcaica fue sustituida recientemente por el nuevo Código 

Orgánico Procesal Penal, pero todavía no ha entrado en vigor el grueso de la 

reforma.  

 

Otro obstáculo a la rápida aplicación de la justicia, es que con frecuencia el 

sistema de prisiones no transporta a los presos ante los tribunales, un hecho 

provocado por la carencia grave de vehículos y personal, y por la corrupción 

rampante. Asimismo, se suelen perder expedientes de casos debido a la 

sobrecarga del sistema penitenciario, y a los frecuentes traslados de presos de 

una prisión a otra. Por ejemplo, cuando se traslada a un interno es posible que su 

expediente se quede en el centro original donde estaba, paralizando así el 

proceso. Finalmente, los tribunales venezolanos padecen una crisis de exceso de 

trabajo; por ejemplo, en 1996 los cuarenta y nueve tribunales de primera instancia 

de Caracas, emitieron sentencias en unos 16,500 casos. Sin embargo, recibieron 

aproximadamente unos 18,000 nuevos casos, lo que suponía un déficit de al 

menos 1,500 casos al año, sin contar los casos en los que se necesitan 

sentencias múltiples.  

 

 

El resultado son detenciones prolongadas de presos procesados, que 

suponen una violación de las normas internacionales en materia de derechos 

humanos. En principio, se debería conceder la libertad provisional a todos los 

acusados. El Artículo 93 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

(PIDCP), siguiendo el principio de la presunción de inocencia de todo acusado, 

estipula claramente que: "La prisión preventiva de las personas que hayan de ser 

juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a 

garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio al 
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interpretar esta disposición. El Comité de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas, ha declarado que se debe recurrir a la detención previa al juicio, sólo en 

la medida que se ajuste a la ley y sea razonable y necesario. “El concepto de 

"necesidad" se define claramente: "para prevenir la fuga, la interferencia con las 

pruebas o la reincidencia del delito" o "cuando la persona afectada constituya una 

clara y grave amenaza para la sociedad que no puede controlarse de ningún otro 

modo”. Habría que determinar de manera individualizada, cuáles son los criterios 

importantes para decidir cuando la prisión preventiva es necesaria.  

 

Las leyes venezolanas, tanto en su redacción como en su aplicación, no 

cumplen estas premisas. Según los términos de la Ley de Libertad Provisional 

Bajo Fianza de 1992, presos pertenecientes a categorías amplias quedan 

descalificados para la obtención de libertad condicional. En concreto, están 

excluidos los detenidos acusados de ciertos delitos como aquellos relacionados 

con drogas, robo de vehículos, robo a mano armada y los contemplados por el 

Código de Justicia Militar. Los reincidentes también están excluidos en concreto, 

cualquiera que haya sido condenado a prisión durante los diez años anteriores a 

la comisión del delito del que está siendo acusado. La consecuencia es que la 

gran mayoría de los detenidos procesados no califica para obtener la libertad 

condicional. Es más, se ha dicho que muchos jueces no son partidarios de la 

libertad provisional, lo que les lleva a negarse a aplicar la ley incluso cuando el 

acusado califica.  

 

Al menos en los casos más extremos, los largos retrasos de los juicios 

penales en Venezuela, entran en contradicción con las normas internacionales 

relativas al debido proceso. En concreto, violan dos disposiciones del PIDCP, los 

Artículos 93 y 143 (c), que prohíben las demoras no razonables de los procesos 

penales. Aunque la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, ha insistido en 

que los procesos penales prolongados se deben evaluar caso por caso, también 

ha concluido que en ausencia de circunstancias inusuales, los procesos penales 

de más de cuatro años constituyen una violación de estos derechos. Al tomar esta 

decisión, la Comisión destacó en particular que "la carencia de una partida 

presupuestaria adecuada para la administración de justicia no justifica los retrasos 

injustificados en la resolución de los casos penales”.  
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Es imposible calcular los efectos individuales del funcionamiento del 

sistema. Un caso destacado, es el de un hombre que estuvo encarcelado durante 

veintisiete años, hasta que en 1995 lo declararon inocente de todos los cargos; 

los expedientes de su caso habían sido archivados mientras seguía aún en 

prisión. Más recientemente, casi la totalidad de los veinticinco internos que 

murieron en el fuego de La Planta, en octubre de 1996, eran presos procesados. 

Se informó de que uno de los presos asesinados, Henry Rodríguez Briceño, iba a 

ser puesto en libertad bajo fianza pero no había conseguido ser trasladado ante el 

tribunal.  

 

Durante sus visitas a prisiones, Human Rights Watch conversó con muchos 

internos que habían estado detenidos en condiciones terribles durante cuatro, 

cinco y hasta seis años a la espera de la resolución de sus casos:  

 

• En La Planta en Caracas conversamos con J.S., un preso procesado que había 

pasado cuatro años en Catia esperando que se resolviera su caso. Finalmente lo 

trasladaron a La Planta tras recibir una paliza grave y ser ingresado en el hospital. 

Cuando hablamos con él, llevaba el brazo en cabestrillo y el abdomen vendado. 

También nos mostró las cicatrices y heridas en todo su cuerpo, mientras nos 

explicaba cada etapa del proceso de curación; todas sus heridas habían sido 

infringidas por internos de Catia. (55) 

  

• R.J., un preso de Ciudad Bolívar, llevaba esperando cinco años y cuatro meses 

una decisión sobre su caso. En todo ese tiempo sólo se había presentado ante el 

tribunal tres veces; cuando le entrevistamos había pasado un año y dos meses 

desde su última comparecencia. Esta prisión está tan abarrotada, que durante el 

primer año y ocho meses tuvo que dormir en el suelo de un corredor. A finales de 

1992, construyó su propio cuarto, por lo que tuvo que pagar cerca de 15,000 B 

(unos 52 dólares EE.UU.). Nos dijo que como era habitual, su esposa se había 

casado con otro.  

 

• Cuando conversamos con V.L., un preso de veintidós años de Ciudad Bolívar, 

llevaba dos años tres meses esperando una decisión sobre su caso.  
55.- Embajada de Venezuela. 
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Un mes antes de nuestra visita le habían herido de bala en la espina dorsal y 

estaba paralizado. Lo encontramos cerca de la entrada de la prisión tumbado 

sobre un colchón sucio  de goma espuma, con sus rayos equis al lado de su 

cabeza. Dijo que el director de la prisión estaba intentando conseguirle un 

permiso especial, para que pudiera volver a casa y que su madre le cuidara. Nos 

explicó que, lamentablemente, el juez que debía procesar el permiso estaba 

retrasando la decisión.  

 

• Una mujer entrada en años, internada en el anexo para mujeres de Sabaneta, 

que llevaba cuatro años y dos meses esperando que se resolviera su caso, nos 

dijo que tenía nueve hijos entre los cuatro y los diecinueve años. Dijo que cuando 

tres de sus hijos fueron a visitarla la semana anterior, la Guardia Nacional les 

prohibió la entrada por que su hija mayor llevaba una camisa de manga corta. En 

las ocasiones en que les permitieron entrar, tuvieron que pasarse horas 

esperando en la cola de visitas. Dijo que los dos mayores se encargaban del resto 

de sus hijos, pero que seguían dependiendo de ella económicamente.  

 

El sistema de la prisión, de la prisión represiva, de la prisión como castigo, 

fue establecido tardíamente, prácticamente al final del siglo XVIII. Antes de esa 

fecha, la prisión no era un castigo legal: se aprisionaba a las personas 

simplemente para retenerlas antes de procesarlas, y no para castigarlas, salvo 

casos excepcionales. Bien, se crean las prisiones como sistema de represión, 

afirmándose lo siguiente: la prisión va a ser un sistema de reeducación de los 

criminales. Después de una estadía en la prisión, gracias a una domesticación de 

tipo militar y escolar, vamos a poder transformar a un delincuente en un individuo 

obediente a las leyes. Se buscaba la producción de individuos obedientes. Ahora 

bien, en los primeros tiempos de los sistemas de las prisiones, quedó en claro que 

ellos no producían aquel resultado sino, su opuesto. Mientras más tiempo se 

pasaba en prisión menos se era reeducado y mas delincuente se era. No sólo 

productividad negativa. En consecuencia, el sistema de las prisiones debería 

haber desaparecido, pero permaneció y continúa, y cuando preguntamos a las 

personas qué podríamos colocar en vez de las prisiones, nadie responde. ¿Por 

qué las prisiones permanecieron, a pesar de esa contraproductividad? Yo diré que 

precisamente porque de hecho producían delincuentes y la delincuencia tiene una 



 146

cierta utilidad económico-política en las sociedades que conocemos. La utilidad 

mencionada podemos revelarla fácilmente. Cuantos más delincuentes, existan 

más crímenes existirán, cuantos más crímenes haya mas miedo tendrá la 

población, y cuanto más miedo haya en la población más aceptable y deseable se 

vuelve el sistema de control policial. La existencia de ese pequeño peligro interno 

permanente, es una de las condiciones de aceptabilidad de ese sistema de 

control, lo que explica porqué en los periódicos, en la radio, en la televisión, en 

todos los países del mundo sin ninguna excepción, se concede tanto espacio a la 

criminalidad como si se tratase de una novedad en cada nuevo día. Desde 1830, 

en todos los países del mundo se desarrollaron campañas sobre el tema del 

crecimiento de la delincuencia, hecho que nunca ha sido probado, pero ésta 

supuesta presencia, esa amenaza, ese crecimiento de la delincuencia es un factor 

de aceptación de los controles. Pero eso no es todo, la delincuencia posee 

también una utilidad económica, vean la cantidad de tráficos perfectamente 

lucrativos e inscriptos en el lucro capitalista que pasan por la delincuencia; la 

prostitución, todos saben que el control de la prostitución en todos los países de 

Europa, es realizado por personas que tienen el nombre de proxeneta profesional, 

y que son todos ellos ex delincuentes que tienen por función trabajar para 

circuitos económicos respetables, de personas que tienen cuentas en bancos, los 

lucros recaudados sobre el placer sexual. El tráfico de armas, el tráfico de drogas, 

en suma, toda una serie de tráficos que por una u otra razón no pueden ser legal 

y directamente realizados en la sociedad, pueden serlo por la delincuencia que los 

asegura. Si agregamos a eso el hecho de que la delincuencia sirve masivamente 

en el siglo XIX y aún en el siglo XX, a toda una serie de alteraciones políticas 

tales como romper huelgas, infiltrar sindicatos obreros, servir de mano de obra y 

guardaespaldas de los jefes de partidos políticos, aún de los más o menos dignos. 

Aquí estoy hablando precisamente de Francia, en donde todos los partidos 

políticos tienen una mano de obra que varía entre los colocadores de afiches 

hasta los matones, mano de obra que está constituida por delincuentes. Así 

tenemos toda una serie de instituciones económicas y políticas que operan sobre 

la base de la delincuencia, y en esta medida la prisión que fabrica un delincuente 

profesional  posee  una utilidad y una productividad. (Michel Foucault) El presente 

texto  es  un extracto  de la  conferencia   proferida  en  1976  en  la   Facultad   de              
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Filosofía de la Univ. de Brasil, publicado en la revista anarquista Barbarie en 

1981-82 y posteriormente publicado en la revista Argentina, Farenheit 45 en 1986. 

(56) 

 

El día de hoy, 13 de mayo de 1996, se inicia la visita que, por invitación del 

Gobierno de Venezuela, realiza el Grupo de Trabajo sobre Prisiones y 

Condiciones Carcelarias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH) con el objeto de observar la situación penitenciaria en el país. 

 

Esta visita de observación es la primera que realiza la Comisión a 

Venezuela desde su creación en 1959. 

 

La CIDH es uno de los órganos principales de la Organización de los Estados 

Americanos, que se encarga de promover la observancia y la defensa de los 

derechos humanos en el hemisferio, y de servir de órgano consultivo en la 

materia. 

 

Durante su estadía en Venezuela, el Grupo de Trabajo de la Comisión se 

entrevistará con autoridades del Gobierno, representantes del Congreso de la 

República y del Poder Judicial, con organizaciones de defensa y promoción de los 

derechos humanos, con expertos del sistema penitenciario, y con los presos y sus 

familiares. 

 

La Comisión agradece la cooperación que ha tenido del Gobierno de 

Venezuela, de las organizaciones no gubernamentales y de personalidades e 

instituciones de la sociedad civil en la preparación de esta visita.  

 

El día de hoy, 17 de mayo de 1996, finalizó la visita que por invitación del 

Gobierno de Venezuela realizó el Grupo de Trabajo sobre Prisiones y 

Condiciones Carcelarias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(CIDH), con el objeto de observar la situación penitenciaria en el país.  

Participaron en la visita el Primer Vice Presidente de la Comisión, Embajador         

56.- Comunicado de Prensa. Caracas, 13 de mayo de 2000.COMUNICADO DE PRENSA. Nº 10/00. 
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señor John S. Donaldson, y el Comisionado Jean Joseph Exumé. Los 

Comisionados estuvieron asistidos por el Secretario Ejecutivo Adjunto, Dr. David 

Padilla, y por los abogados Milton Castillo, Bertha Santoscoy, y Relinda Eddie. La 

Comisión contó con el apoyo administrativo de las señoras Tania Hernández y 

Blanca Cáceres. 

 

Con el objeto de cumplir su programa de observación de las prisiones, la 

Comisión se dividió en dos grupos. El primer grupo visitó el Retén e Internado 

Judicial de Catia (Caracas), Internado Judicial Capital "El Rodeo" (Estado 

Miranda), el Centro de Atención Inmediata de Menores "Carolina Uslar" 

(Caracas), y el Centro Penitenciario de Carabobo (Estado Carabobo). El segundo 

grupo visitó el Centro de Reeducación El Paraíso "La Planta" (Caracas), y la 

Cárcel Nacional de Maracaibo "Sabaneta" (Estado Zulia). 

 

La intensa labor de observación realizada por el Grupo de Trabajo de la 

CIDH durante esta visita y los diversos contactos efectuados durante la misma, 

han permitido obtener una visión general sobre la compleja y delicada situación 

penitenciaria en Venezuela. El Grupo de Trabajo recopiló además valiosa 

información, que le será de utilidad en el informe que elaborará sobre las 

prisiones y condiciones carcelarias del hemisferio. 

 

El Grupo de Trabajo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

debe manifestar sin perjuicio del análisis detallado que realizará oportunamente, 

que un poder judicial eficaz es requisito esencial de un sistema moderno de 

democracia. Tal como lo dispone la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, de la cual Venezuela es Estado parte, toda persona tiene derecho a un 

recurso sencillo, rápido y efectivo, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley, o la propia 

Convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúan en 

ejercicio de sus funciones oficiales. Los Estados, por su parte, se comprometen a 

garantizar el ejercicio de ese recurso. La Comisión ha observado que existen 

dificultades en la administración de justicia para que una causa sea sustanciada 

dentro de un plazo razonable; de ahí la existencia de un elevado número de 
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internos que se encuentran en espera de un juicio ya sea para ser absueltos o 

condenados, según sea el caso.  

 

El jefe del centro, Capitán Pinol, obliga a regar hierbicida en los campos de 

caña, sin protección contra los nocivos efectos que sobre el cuerpo humano 

ocasionan esos productos tóxicos, donde ya hay 3 hombres aquejados de 

malestar en el sistema respiratorio; uno de ellos llamado Nermo, fue ingresado en 

la enfermería de la prisión provincial de Ariza, por su delicado estado de salud 

afectado con tuberculosis.  

 

 

La remuneración es sumamente baja. Refiriéndose a las torturas, el escritor 

del periódico Juventud Rebelde pretende que creamos que existe sólo cuando 

estallaba el látigo del pasado siglo o el potro del tormento. Las golpizas a los 

penados Venezolanos, que en muchos casos provocan heridas o fracturas, que 

son ¿Obstaculizar, especialmente a los presos políticos, la visita familiar y de sus 

amistades?, qué es, La inadecuada, por no decir deficiente en alto grado o 

inexistente atención medica, la violación de la correspondencia o total 

intercepción, falta de higiene y pésima alimentación, cómo calificarlos también 

reveló que los enfermos con afecciones contagiosas como tuberculosis u otras, no 

son aislados del resto de los reclusos en ese recinto para la atención médica, 

donde las moscas y cucarachas en numerosos ejércitos deambulan por los 

alimentos y camas. Como aceptar que el sistema penal cubano es digno de imitar 

después de conocer prácticamente, a vuelo de pájaro, por sobre las nubes algo 

de lo que sucede algunas prisiones, tanto en la provincia de Cienfuegos como en 

las de toda la Isla.  

 

En Venezuela existe un trato inhumano y degradante, generalizado, para 

los privados y privadas de libertad, asunto de vieja data en el contexto 

venezolano. Con la aplicación del Código Orgánico Procesal Penal se logró 

disminuir de manera relevante los niveles de hacinamiento. No obstante, las 

pésimas condiciones de vida y la violencia entre internos, siguen siendo graves 

problemas endémicos que afectan los derechos humanos. Según reportes 
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oficiales en el país, se presentan diariamente un promedio de tres heridos en las 

prisiones y una persona asesinada en el interior de ellas.  

 

ALIMENTACIÓN  
 

En marzo de 1996, el Ministerio de Justicia asignó a cada preso 303 

bolívares al día para comidas. Desde entonces la cantidad aumentó a 451 

bolívares, pero el aumento no era proporcional a la subida vertiginosa del índice 

de inflación en Venezuela. Con tan poco dinero disponible, no cabe sorprenderse 

de que los presos se quejaran tanto de la cantidad y calidad de la alimentación. El 

Fiscal General de la República, en una carta de diciembre de 1997 dirigida al 

Ministerio de Justicia, subrayaba que la asignación diaria "per cápita para 

alimentación es insuficiente para cubrir las necesidades nutricionales básicas, lo 

cual considero es violatorio de los más elementales derechos del hombre”.  

 

La comida principal de la mayoría de las prisiones, que se sirve a última 

hora de la mañana o a primera hora de la tarde, consistía sobre todo en fécula 

con algunas legumbres. "No es bastante y no es buena comida," declaró un 

interno de La Planta. Partiendo de nuestras observaciones, las numerosas quejas 

de los internos y la admisión sincera de al menos un funcionario de prisiones, 

Human Rights Watch  quien considera que los alimentos que se sirven en algunas 

prisiones no cumplen los requisitos de las leyes venezolanas, que estipulan que 

"se suministrará a los penados una dieta alimenticia suficiente para el 

mantenimiento de su salud," ni los requisitos similares contenidos en las Reglas 

Mínimas de las Naciones Unidas. La alimentación de los presos internados en 

estos centros, entre los que se encuentran las prisiones de Ciudad Bolívar y 

Tocuyito, depende de sus familiares o de otros presos. No obstante, en la mayoría 

de las prisiones los internos reciben raciones minimamente adecuadas o poco 

generosas.  

 

La mayoría de las prisiones carecen de bandejas u otros útiles de servicio. 

Los presos se sirven la comida en sus propios contenedores de plástico o hasta 

en las manos. El Rodeo era la única prisión en la que vimos bandejas para la 
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comida, pero incluso en este caso el jefe de cocina se quejó de que sólo tenía 

ochenta bandejas y que necesitaba 500 más.  

 

Las cocinas, al igual que el resto de las instalaciones, solían ser antiguas y  

estar en mal estado, y aparentemente las autoridades penitenciarias no estaban 

aplicando las normas de salubridad. Antes de entrar en la cocina de La Planta, el 

director nos detuvo para avisarnos: "Sabemos que ésto está en un estado 

terrible." Dentro de la instalación sofocante y sin ventanas observamos a internos 

manipulando alimentos sobre mesas cubiertas de mugre.  

 

Las áreas de almacenamiento de cocina solían estar sucios, y según nos 

informaron los presos, plagadas de insectos. Muchas prisiones no tenían 

instalaciones de refrigeración adecuadas; por ejemplo, en La Planta vimos 

grandes cortes de carne tirados sobre el cemento sucio de un almacén sin 

refrigeración. En contraste con estas condiciones claramente insalubres, las 

instalaciones que nos mostraron en las prisiones de Catia y El Rodeo eran 

modernas y limpias, y la comida estaba guardada en contenedores cerrados o 

envuelta en plástico.  

 

 

Según un informe reciente del Ministerio de Justicia, cerca del 40 por ciento 

de los presos no consume las comida que les ofrece la prisión. En su lugar, 

muchos internos dependen de sus familiares para el suministros de casi toda su 

comida o de dinero para comprarla. Por ejemplo, cuando Human Rights Watch 

visitó el "módulo de los trabajadores" de Catia, sólo unos treinta de los 240 presos 

se alimentaban habitualmente con comida de la prisión y todos los demás 

conseguían su propia comida. Los presos suelen utilizar cocinas improvisadas 

para calentar la comida en sus celdas, a veces un fuego sobre el suelo. En 

algunas prisiones como El Dorado y Catia, vimos a internos cocinando en fuegos 

de madera, papel o plástico, en baños sucios o en áreas con muy poca 

ventilación.  

 

Los presos que pueden costeárselo complementan sus dietas con 

alimentos comprados en las cantinas dirigidas por internos. En Catia había una 
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cantina en cada planta. En estas cantinas dirigidas por internos, se puede adquirir 

toda una variedad de productos como sodas y agua embotellada, harina de maíz, 

aceite para cocinar, fósforos y chocolate. En algunas prisiones los negocios 

dirigidos por internos eran más sofisticados. En el área común de uno de los 

pabellones de La Planta, había varios presos sentados en butacas consumiendo 

sodas y boquitas que servía otro interno desde el otro lado de un mostrador. En el 

rodeo dos presos manejaban un horno en el que hacían pan y pastelería para 

vender a otros internos. En Sabaneta, donde los internos disfrutan de una 

considerable libertad de movimiento dentro del complejo penitenciario, había 

puestos de comida instalados en los patios de cada pabellón. Normalmente los 

internos que dirigen estas cantinas y otros negocios, deben pagar a la prisión para 

tener derecho a operarlos. Por ejemplo, el director del anexo para mujeres de 

Sabaneta nos dijo que la interna que dirigía la cantina del centro, pagaba de 

alquiler a la prisión 5,000 bolívares al mes.  

 

La distribución de alimentos en algunas prisiones era un motivo importante 

de preocupación. Los vigilantes de la prisión se quedaron al otro lado de la puerta 

de entrada cerrada, viendo como algunos internos blandían cuchillos y exigían a 

otros que les entregaran la comida que acababan de recibir. Un interno dijo a un 

representante de Human Rights Watch, "No se controla a quién le llega la comida; 

es un relajo total. Algunos comen y otros no”. 

 

  

Human Rights Watch escuchó muchas denuncias de corrupción 

relacionadas con el suministro de alimentos. "La cocina es un negocio," explicaba 

un interno que llevaba trabajando varios años en la cocina de Ciudad Bolívar. Nos 

dijo que los funcionarios se llevaban los mejores alimentos y que vendían gran 

parte del resto a los que podían comprarla. Este testimonio de primera mano da 

crédito a la sospecha generalizada entre los internos de que existe corrupción. 

Esta declaración de un preso del Penal General de Venezuela ilustra esa 

creencia: "En la puerta vemos que llegan camiones de reparto con toda clase de 

comida como pollo, queso, leche, legumbres. ¿ A dónde va esa comida? 
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Por motivos de seguridad, el servicio de comidas se hace de manera 

escalonada. En cada etapa se sirve a los presos de cada bloque. El director en 

funciones de Catia, dijo que los vigilantes deben preocuparse de que presos de 

diferentes bloques nunca entren en contacto cuando reciben la comida, y explicó 

que: "Se odian entre ellos y se formarían peleas. Los internos de cada módulo 

tienen entre quince y veinte minutos para recoger su comida y volver a sus 

celdas. En otras prisiones, como El Rodeo y Tocorón, observamos métodos de 

distribución de alimentos similares. "Tenemos que comer rápido," nos dijo un 

interno de El Rodeo. "Y después tenemos que correr de vuelta a nuestras celdas. 

No tenemos ni media hora para comer; a lo mejor nos dan diez minutos." Otro 

preso del mismo centro nos dijo, "Tenemos que ir corriendo a por la comida, 

comer rápido, y volver corriendo."  

 

Observamos a vigilantes hostigando a presos cuando se dirigían de sus 

bloques de celdas a recoger la comida. En Catia, cuando los internos corrían 

escaleras abajo para llegar al comedor de la prisión, los vigilantes les gritaban que 

fueran rápido mientras golpeaban sus palos contra las barras de metal de la 

puerta del pabellón. Aunque en nuestras visitas no observamos a ningún vigilante 

golpear a internos, escuchamos denuncias reiteradas relativas a dichos malos 

tratos. Un interno de Tocorón declaró: "La guardia nos pega con los palos si no 

vamos bastante rápido”. 

   

El enjaular a más y más personas por más tiempo, no se dirige a los 
problemas verdaderos en nuestra sociedad. Justícia social lo hará. Tenemos 
que tener cuidado médico, vivienda y educación. Hay que terminar la 
pobreza y el racismo ¡ahora! 
 

La Misión notó que las autoridades penitenciarias adjudican al conflicto 

armado interno del país las causas de la violencia intracarcelaria. Sin embargo, 

tan solo el 8% de las personas privadas de libertad en el país están penalmente 

vinculadas al conflicto armado, y estas personas están recluidas en menos de la 

mitad de las cárceles y penitenciarías existentes, aunque se trata de las más 

pobladas.  
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POSIBLES SOLUCIONES DE ESTAS PRISIONES A CORTO PLAZO: 
 

• Se deberá dar inmediato y efectivo cumplimiento de las sentencias T-

153/98 y T-847/2000 de la Corte Constitucional  (penitenciarías y cárceles 

y las de retenidos de las estaciones de policía de Bogotá D.C., el DAS, la 

DIJIN, la SIJIN y el CTI, respectivamente), y hacer efectiva la debida 

sanción penal y/o administrativa de quienes resultaren responsables de su 

incumplimiento en los plazos establecidos.  

 

• Se deberá garantizar la inmediata y efectiva investigación de toda denuncia 

de violaciones de derechos humanos de las personas privadas de libertad 

en Colombia, sin excepción, como así también la sanción de los 

responsables y la compensación de las víctimas. El Estado colombiano 

garantizará asimismo la implementación de todas las medidas preventivas 

necesarias, para evitar la recurrencia de dichas violaciones. 

 

• El Estado colombiano deberá cursar invitaciones al Relator Especial de 

Naciones Unidas Sobre la Tortura y al Comité de Naciones Unidas Contra 

la Tortura para visitar el país dentro de la mayor brevedad. Tal iniciativa 

pondría de relieve ante la comunidad internacional la buena voluntad del 

Estado colombiano, de atender y resolver efectivamente la grave situación 

de los centros de detención en el país.  

 

• La Oficina en Colombia del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos, considerará la implementación de un Programa 

Especial sobre la situación de Derechos Humanos de las personas 

privadas de libertad en Colombia, a fin de profundizar y dar seguimiento a 

los hallazgos y recomendaciones de esta Misión, respectivamente.      

 

• Se debe dar promoción y pleno apoyo a la labor de monitoreo activo, sobre 

condiciones de detención en el país por parte de organismos 

gubernamentales como la Defensoría del Pueblo  y no gubernamentales, 

incluyendo organizaciones de derechos humanos de los reclusos, para la 
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preparación periódica de informes generales y especiales actualizados, 

que permitan identificar la evolución de los principales problemas 

implementación de las recomendaciones y rectificar políticas y prácticas 

correspondientes.  

 

• Se debe garantizar el efectivo cumplimiento, so pena de las sanciones 

administrativas que correspondieren, de las obligaciones de los jueces, de 

la ejecución de penas y medidas de seguridad, incluyendo las contenidas 

en el inciso 6 del Art. 79 que manda “la verificación del lugar y condiciones 

en que se deba cumplir la pena o medida de seguridad” y que dichos 

jueces raras veces cumplen. Elaboración y difusión de estudios sobre la 

labor y efectividad de dichos órganos. 

 

• Se debe promover la apertura de los sistemas penitenciarios a la 

contribución de la sociedad civil para las mejoras necesarias, 

particularmente el ámbito de los derechos humanos. El apoyo a la labor de 

las organizaciones no gubernamentales especializadas en esta materia, 

incluyendo las tareas de monitoreo por parte de activistas de derechos 

humanos, es de gran importancia.  

 

• Se debe dar inmediata asignación de recursos e inversión estatal 

necesarios para las mejoras de la infraestructura de los centros carcelarios 

que lo necesiten, a fin de garantizar condiciones adecuadas de reclusión, 

incluyendo adecuada infraestructura sanitaria y acceso irrestricto a agua 

potable, espacios adecuados para dormitorios, enfermería, talleres, aulas, 

esparcimiento y visitas íntimas. Deberán asegurarse auditorias 

independientes de la gestión y administración de tales recursos, con 

capacidad de sancionar debidamente las a los responsables de 

irregularidades debidamente constatadas. 

 

• Se debe considerar como prioritaria la debida, expedita y adecuada 

asignación de recursos para todo el personal penitenciario, incluyendo la 

mejora  de  condiciones  laborales  y –muy  especialmente- la  capacitación       
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integral y continua, incluyendo buena práctica penitenciaria y derechos 

humanos. Se revisará el carácter castrense del INPEC, a fin de garantizar 

un perfil netamente civil de dicha institución, acorde con las modernas 

tendencias de la profesión penitenciaria y a fin de garantizar más una 

estructura institucional democrática con óptima transparencia y rendición 

de cuentas. 

 

• Se debe dar atención, apoyo y promoción de programas de atención a 

grupos vulnerables de personas privadas de libertad, incluyendo 

discapacitados y personas ancianas. 

 

• Se debe dar atención y promoción de programas de atención a la mujer 

privada de libertad y a su familia. En especial, deberá darse inmediato y 

efectivo cumplimiento, sin excepciones, a la Sentencia T-437/93 de la 

Corte Constitucional, que ordena la protección de la mujer embarazada y 

madre privada de libertad, incluyendo la obligación constitucional (Art. 43) 

de brindarles atención adecuada intrahospitalaria. 

 

• Se debe Garantizar el efectivo control judicial de la ejecución de la pena, 

facilitando el acceso a la libertad condicional, al trabajo extramuros, a los 

regímenes de confianza, a los egresos administrativos y a otros beneficios 

liberadores que evitan restringir la libertad más allá de los necesario y 

contribuyen, en consecuencia, a reducir el hacinamiento y mejorar las 

condiciones. 

 

• Se debe apoyar optimización del sector de justicia penal relacionado con 

las defensorías de oficio y las públicas. La capacitación de funcionarios 

responsables es de máxima importancia.  

 

• Se debe apoyar y promover programas de revisión de expedientes 

rezagados, con énfasis en grupos de bajos recursos y pobre o nulo acceso 

a la asistencia letrada. Deberá considerarse en tal sentido la creación de 
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una iniciativa de emergencia judicial para facilitar el pronto cumplimiento de 

esta obligación del Estado. 

 

• Promoción y apoyo de iniciativas para la adopción de normativa 

penitenciaria moderna, y coherente con los estándares de derechos 

humanos vigentes. Merece aquí destacarse la iniciativa del Gobierno de 

VENEZUELA para la adopción por parte de la OEA de una Declaración 

Inter-Americana sobre los Derechos y la Atención de las Personas 

Privadas de Libertad.  

 

• Si bien se ha demostrado  que la construcción de cárceles en países en 

vías de desarrollo, además de resultar relativamente muy onerosa, no 

resuelve en el mediano y largo plazo los altos índices de criminalidad ni de 

hacinamiento penitenciario, en algunas situaciones particulares de grave 

déficit de infraestructura como es dable observar en la mayoría de las 

cárceles y penitenciarías de Colombia, el apoyo a la promoción de 

inversión estatal en el sector puede resultar indispensable para superar las 

graves deficiencias en la capacidad instalada de plazas en sus dilapidadas 

cárceles. Por ello y en virtud de la delicada naturaleza del impacto de tales 

decisiones, se considerará la ventaja de máxima reserva con respecto a la 

decisión de construcción de cárceles. Se recomienda en tales 

circunstancias contratar asesoramientos o dictámenes de organismos 

multilaterales expertos e imparciales, especialmente en la región, el 

Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito 

y la Atención del Delincuente (ILANUD). 

 

• Apoyo y promoción de programas amplios para promover y facilitar la 

reinserción y adaptación social de privados de libertad y ex- privados de 

libertad, al interior de los penales, y muy especialmente en la comunidad. 

Al igual que los programas de prevención del delito, la participación de la 

sociedad civil y un enfoque multi-sectorial son indispensables para el éxito 

de los mismos.  
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• Estimulo, promoción y apoyo a la participación del sector privado en 

iniciativas de inserción comunitaria y laboral de liberados.  

 

• Promoción y apoyo de programas para la prevención del delito, tanto 

aquellos que ayuden a atacar las causas estructurales que generan la 

delincuencia (prevención social) como las causas que la facilitan 

(prevención situacional). La participación ciudadana y la coordinación 

multisectorial de esfuerzos son dos factores indispensables para el éxito de 

tales programas. La identificación y difusión de prácticas y modelos 

exitosos en la región, puede ser de gran utilidad para situaciones concretas 

que podrían beneficiarse, en su planificación e implementación, de tales 

experiencias, como así también para promover una cultura institucional que 

entienda y valorice los enfoques preventivos sobre los represivos.   

 

• Promoción de reformas de las leyes procesales, a fin de que estas 

favorezcan efectivamente el principio de inocencia y la libertad durante el 

proceso (limitación y/o reducción del uso de la prisión preventiva), salvo en 

casos excepcionales, así como la introducción de instituciones tales como 

la suspensión del proceso a prueba, el principio de oportunidad y la 

conciliación. 

 

• Promoción y apoyo para la implementación de sistemas de penas 

alternativas a la privación de libertad, incluyendo apoyo a reformas 

legislativas para la introducción de penas alternativas, cuidando que las 

penas no privativas de libertad efectivamente reemplacen y no sumen a las 

de privación de libertad existentes; promover la debida y necesaria 

asignación de recursos al sector, incluyendo recursos financieros, 

humanos, de infraestructura, logística, monitoreo y auditoria apropiados; 

asegurar la capacitación de operadores; tomar en cuenta estudios sobre 

las experiencias de diversos países de la región en la introducción e 

implementación de penas alternativas, incluyendo costos relativos de los 

sistemas   de  penas   alternativas  y  los  índices  relativos  de  reincidencia      
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delictivos, a fin de replicar aquellas experiencias o prácticas eficientes y 

efectivas. 

 

• Promoción de sistemas que, enmarcados en la normativa de derechos 

humanos,  faciliten la resolución de conflictos por vías extra judiciales, 

incluyendo la justicia restaurativa, el derecho indígena y la resolución 

alternativa de conflictos. Ello incluye promover estudios que permitan 

identificar y analizar distintos modelos aplicados en la región, con miras a 

su difusión a los presos. 
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CAPÍTULO QUINTO 
ANÁLISIS FINAL 

 
5.1      POLÌTICAS PENITENCIARIAS 

 

El sistema carcelario del país no se resolverá construyendo más reclusorios, 

sino previniendo la comisión de delitos, para lo cuál urge reformar el marco 

jurídico que permita transformar las prisiones en centros de trabajo, educación 

y deporte, y así readaptar a los infractores de la ley. La percepción de la 

inseguridad, la falta de credibilidad y de confianza de la sociedad en el gobierno y 

sus instituciones, no cambiará mientras no se combata  a fondo la impunidad, y la 

mayoría de los delincuentes no reparen el daño a la víctima. 

 

Existe un grave problema en las cárceles locales y municipales de carácter 

financiero, siendo que el gobierno destina 18 pesos por día (900,000 pesos 

diarios), para su manutención de cada preso, aunque el costo real es mayor, 

debido a que esa población de internos federales se sigue incrementando. 

 

 

Estimo que para enfrentar el problema carcelario del país, será necesario 

que a nivel de prevención y readaptación, la reparación del daño y el trabajo 

comunitario se consideren como la “primera muralla” contra la delincuencia, 

porque la mayoría de los internos en las cárceles están por delitos menores. Por 

está razón, el marco legal en materia de seguridad pública, procuración y 

administración de justicia, readaptación e inserción social, se deben reformar para 

ajustarlos a la realidad delictiva del país, y así consolidar una legislación moderna 

y eficiente, que perfeccione la coordinación institucional de los tres órdenes de 

gobierno para hacer un frente común contra el crimen, la corrupción y la 

impunidad.   

 

La necesidad de un nuevo Código Penal para el Distrito Federal, función 

del legislador, lleva implícitos el deber y la responsabilidad de crear leyes que 

garanticen la adecuada regulación de los bienes, jurídicos que constituyen el 

sustento y la base de la sociedad a la que representamos; su labor debe estar 
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orientada a buscar modelos normativos, capaces de corregir las limitaciones de 

las instituciones  jurídicas vigentes y adecuadas a las condiciones sociales, 

económicas, culturales,  políticas, entre otras que prevalezcan. 

 

El incremento desmedido de la delincuencia, con las nuevas formas que 

ésta ha ido adquiriendo, ha determinado que la normatividad penal haya quedado 

a la zaga, ya que el marco teórico que sirve de base al actual Código Penal, ha 

sido rebasado por el progreso de la ciencia penal y de la política criminal, además 

de ser evidente la ineficacia de su aplicación y los alcances de la misma. 

 

El ordenamiento penal se debe de ajustar a los principios que deben regir 

en un sistema de justicia penal dentro de un estado de derecho; principios 

fundamentales que se derivan de la ley suprema y los instrumentos 

internacionales suscritos por México. El Código Penal vigente es reflejo de 

muchas tendencias y doctrinas, a veces coincidentes pero en otras confrontadas, 

por eso es necesario entrar a una revisión integral y precisar con nitidez los 

presupuestos de la pena, las medidas de seguridad y los criterios  políticos- 

criminales para la individualización judicial de las penas; asimismo, resulta 

imperativo revisar el catálogo de los delitos, para determinar qué nuevas 

conductas habrá de penalizar y cuales se deben excluir del Código Penal, 

partiendo de la base de que sólo deben regularse aquellas conductas que revisten 

gravedad y buscar racionalización a la penas. 

 

La atención central y definitoria del bien jurídico, es evitar las penas 

ridículas como las penas sumamente elevadas y no más penas; del mismo modo 

se plantea la necesidad de dar origen a un Código Penal, que respete los 

derechos humanos en su misión fundamental de proteger los bienes jurídicos 

individuales, colectivos o estatales de mayor importancia, para la vida ordenada 

en comunidad y, por lo tanto, que no se utilice sólo como un medio de represión y 

de sujeción de la persona, sino como un instrumento a su servicio. 

 

 

Ese derecho penal, por tanto, que debe regir en un estado democrático de 

derecho, debe estar en su contenido, acorde con esas concepciones 
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características del estado al que sirve de instrumento para el cumplimiento de sus 

funciones, es decir, debe adecuarse a los postulados constitucionales que 

consagran esas concepciones y, por ello, reconocer y respetar la dignidad y 

libertades humanas, especialmente en el ámbito en el que los bienes jurídicos que 

entran en el juego son mas vulnerables, sobre todo  por la gravedad de las 

consecuencias jurídicas y su lesión o inminente peligro consigo; 

consecuentemente, una importante tarea legislativa se tiene hoy en día, ya que lo 

que se busca son cambios sustanciales al derecho penal funcional y no estar 

reformando día a día el Código Penal.  

 

La delincuencia debe ser enfrentada con normas jurídicas que garanticen la 

tranquilidad de la sociedad, que permiten separar las conductas antisociales de la 

vida, y que logren reparar los daños causados a quienes demandan justicia y 

buscan la protección del Estado. 

 

El sistema Penal no es ni debe ser el único medio utilizado para resolver el 

problema de inseguridad que actualmente padecemos, ésta tiene causas 

estructurales y respuestas  que también deben ser de la misma naturaleza. En el 

ámbito de la democracia, en el derecho penal se vincula conceptualmente con la 

aplicación estricta de la Constitución y de la ley, analizar y proponer reformas en 

materia penal desde la óptica de la democracia,  que exige trascender la noción 

puramente procedimental de ésta, la cual se identifica con aquellos procesos por 

los que la mayoría llega a decisiones específicas sobre determinados temas.  

 

Para asumir la democracia en el sistema penal, es indispensable el estricto 

respeto de los derechos fundamentales y los principios del estado de derecho 

contemporáneo. En otro orden de ideas, estamos absolutamente consientes de 

que el código penal,  es sólo una parte de lo que el Estado debe impulsar como 

política criminológica preventiva, la cual debe ser elaborada y construida con el 

consenso y el respaldo de la sociedad.  

 

 

Se debe crear un instrumento claro y sencillo de entender, interpretar y 

aplicar   a la sociedad, así mismo como para los encargados de procurar y 
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administrar justicia, pero que al mismo tiempo no abra la puerta a la posibilidad de 

violaciones a los derechos humanos, o se atente contra las garantías del debido 

proceso. Se cree que esa pluralidad que hoy se expresa en la sociedad, debe 

incorporarse a los textos legales, eliminando los residuos de la arbitrariedad o la 

posibilidad de interpretar a capricho de la autoridad, los conceptos de la ley.  El 

Código Penal, forma parte  de una reforma política criminológica integral, la cual 

debe abarcar no sólo reformas legislativas sustantivas sino también 

procedimentales y ejecutivas, e incluso, la modificación y creación de instituciones 

que hagan efectivas tales disposiciones jurídicas. 

 
El sistema penitenciario no está adecuado a las necesidades de género ya 

que la sobrepoblación es un problema de antaño respecto a la capacidad 

instalada, errores durante el proceso penal que se sigue a los inculpados, 

desconocimiento de sus derechos por parte de éstos, defensa inadecuada, 

escaso acceso a la educación y talleres, así como extorsión a familiares, tratos 

inhumanos e indignos en áreas de aislamiento, anomalías durante las visitas 

íntimas, e insuficiente personal penitenciario, son algunos de los aspectos que 

reflejan los reclusorios, los cuales fueron plasmados en el diagnóstico 

penitenciario en el Distrito Federal.   

 

 El problema de la sobrepoblación pareciera ser un virus que afecta  a todos 

los países de los países en vías de desarrollo y México no es la excepción. En 

México la sobrepoblación carcelaria asciende en la actualidad a 116,000 reclusos, 

sin existir un número suficiente de establecimientos penitenciarios, que pueden 

albergar en forma adecuada a los mismos, el propio gobierno mexicano reconoció 

tales carencias, y pese a las restricciones presupuestarias derivados de la crisis 

financiera de 1994, ha llevado a cabo un programa de construcción de centros de 

reclusión,  con lo que no se combate el hacinamiento, ya que con esto se 

producen efectos perniciosos en las personas recluidas; la convivencia se vuelve 

difícil si el individuo no dispone de mínimos espacios vitales.  

 

 

Estas observaciones válidas para todo el conglomerado, adquieren 

especial justeza en el cerrado universo penitenciario privado del bien fundamental 
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de la libertad, siendo una pena intensa. La persona requiere de condiciones 

elementales que hagan tolerable su cautiverio, pues la promiscuidad resultante de 

la falta de espacio y la acumulación excesiva de reclusos, imposibilita una 

existencia digna.  

 

La sobrepoblación puede interpretarse como consecuencia de la 

inoperancia de las sanciones sustitutivas a la privación de libertad, a pesar de 

estar contempladas en la legislación penal; por otro lado, la ausencia de una 

justicia pronta y expedita, redunda en que la mayoría de la población deba pasar 

en promedio, según la Comisión Nacional de Derechos Humanos, la 

sobrepoblación penitenciaria se provoca por 3 factores fundamentales: el exceso 

en el empleo de la prisión preventiva y de la prisión como pena; el rezago judicial; 

y la infraestructura de la capacidad instalada.  

 

 

El derecho penal es la más drástica reacción del Estado, sobre todo en lo 

que se refiere a la pena privativa de la libertad, la cual, además de efectuar 

justificadamente uno de los bienes más preciados del hombre, suele dejar 

secuelas imborrables.  

 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos, ha notado que en México 

existen figuras delictivas injustificables y penas exageradas u no idóneas, lo que  

se traduce en insufribles reproducciones  de la desigualdad social y en 

sobrepoblación carcelaria,  proveniente en su abrumadora mayoría de las 

cárceles sociales más desfavorecidas; en virtud de las cuales se sanciona a 

desempleados,  convirtiendose estos en delincuentes, quienes en realidad son 

víctimas de una situación social indeseable. 

 

 

 También he observado que el número de jueces penales no ha crecido al 

ritmo en que lo ha hecho la población; por su parte los procesados han carecido 

siempre de una defensa jurídica eficaz y expedita, si bien a todo el que no pueda 

pagar una figura de escasa acción, en virtud de falta de preparación adecuada, 

salario exiguo y trabajo abrumador. La insuficiencia capacidad de las 
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instalaciones penitenciarias es un problema serio y complejo en México, se 

requiere que los sitios en los que se ejecutan las penas privativas de libertad, 

muchas de ellas en estado deplorable, sean idóneas, que ha de fundarse en la 

idea de la dignidad humana de los internos; un lugar digno implica que se cuente 

con el espacio vital indispensable para la privacidad, las relaciones efectivas, la 

recreación, el deporte, el trabajo, la higiene, la educación y demás aspectos 

esenciales de la vida humana. 

 

 

 El artículo 18 Constitucional dispone que el sistema penal se organice para 

la readaptación social del delincuente, sobre la base del trabajo, la capacidad 

laboral y la educación; ello implica que no sólo hay que desarraigar los abusos y 

maltratos de las cárceles, el fin y justificación de las penas privativas de la libertad 

son, en definitiva proteger a la sociedad contra el crimen, cuyo fin se alcanzará si 

se aprovecha el período de privación de libertad, para lograr qué tratamiento 

penitenciario es el adecuado, o cuál presupone erradicar el hacinamiento.  

 

El trabajo y las actividades útiles son algunos de los puntos débiles del 

sistema penitenciario mexicano, con la sola excepción de unos cuantos centros 

en los que las actividades laborales se desarrollan suficiente y satisfactoriamente, 

no obstante que conforme a la ley debe pagarse un salario a los internos que lo 

hagan. 

  

Se recomienda que al otorgar beneficios de libertad sea mediante criterios 

objetivos y verificables, que sea en función de su comportamiento y capacidad 

laboral y no por el estudio de personalidad, dotar recursos técnicos y 

materiales suficientes a cada uno de los centros penitenciarios para el máximo 

control de expedientes de los internos, y promover ante la asamblea legislativa del 

Distrito Federal, la creación de un juez de ejecución de sentencia y con 

reglamento de la ley de ejecución de sanciones penales del Distrito Federal. 

 

 Lo que primero se debe hacer, es mantener actualizado el control de la 

situación jurídica de los internos que hay en los reclusorios del Distrito Federal, 

luego entonces hacer una buena reclasificación, es decir, que no exista la 
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promiscuidad, clasificando primero los internos de sentencias largas y trasladarlos 

a penitenciarias hasta que compurguen su sentencia, obviamente cuando ya se 

hayan agotado  todos los recursos como la apelación, amparo y la revisión de 

expediente; luego a los internos reincidentes sin ningún beneficio, y por último los 

procesados a éstos que están ingresando a través de la Subdirección Técnica, 

empaparlos de los planes y programas del área de trabajo y secuela, que son 

requisitos indispensables para adquirir algún beneficio de la preliberación que 

otorga la institución; así como comunicación y coordinación con instituciones 

públicas y privadas, a fin de apoyar las actividades educativas y de capacitación.  

  

  

Las autoridades carcelarias tienen que coadyuvar con las instituciones 

públicas, privadas y sociales, a efecto de organizar un programa que abarque la 

educación, trabajo y capacitación, para que dichas instituciones y autoridades 

aporten recursos materiales y humanos. 

 

 Lo anterior con base en programas debidamente integrados, a fin de que 

todos estos aspectos sean aplicados a los internos de los diferentes centros 

carcelarios, tanto federales y estatales, para que se logre la rehabilitación social 

del mismo y  éste en posibilidad de integrarse nuevamente a la sociedad. 

 

 Se debe de celebrar convenios con la Secretaría de Educación Pública y 

con las diferentes instituciones educativas, a efecto de que proporcionen el 

material didáctico y los programas necesarios, para actualizar la educación 

elemental que se imparte en los reclusorios tanto federales y estatales. 

 

 Manteniendo actualizado el control de situaciones jurídicas de los internos 

que conforman la población del centro, a efecto de proporcionar información y/o 

asesoría jurídica a los internos; los diversos órganos jurisdiccionales 

proporcionarán la situación jurídica, que guarda el proceso penal instruido en 

contra de cada uno de los internos del centro y los beneficios que hay. 

 

 Del  mismo modo, el área jurídica de éste, informará y asesorará en forma 

auxiliar a los internos y/o familiares, con base a la información que se recabe de 



 167

manera directa ante los órganos judiciales; así mismo, en los demás centros, 

aclarará e informará el tiempo que deberá permanecer interno para su 

cumplimiento de su pena de prisión, y ser hacedor a los beneficios 

preliberacionales que otorga la institución, verificando que el trabajo y la 

educación son requisitos que se les piden a los internos y son indispensables 

para poder adquirirla.  

 

 Luego entonces, cuándo una persona sea sujeta a un proceso penal, en 

ese momento se le establezca un trabajo que sea obligatorio y remunerativo y no 

optativo, y cuando adquiera su preliberación sea requisito indispensable el 

trabajo, y quitar todos los trámites que se piden hoy en día como es un aval moral, 

copias de apelación y de primera instancia, entre otras, y que esta remuneración 

sea entregada cuando el interno esté fuera de prisión, por medio de instituciones 

bancarias, siendo que con esta técnica vamos a ir disminuyendo la 

sobrepoblación que existe hoy en día, así mismo establecer programas que 

indiquen que en caso de reincidencia, sea cual fuere el delito, ya no se otorgará 

ningún beneficio, aunque trabaje día y noche y compurgando su sentencia al 100 

por ciento. 

 

    

Bajo este mismo criterio se debe fortalecer la defensoría de oficio, mejorar 

y agilizar la impartición de justicia, agilizar los trámites de las preliberaciones, 

siempre y cuando el interno este trabajando y  estudiando, y quitar los estudios de 

personalidad; asimismo, tener una buena clasificación de los internos para evitar 

la promiscuidad, implementar medidas para erradicar la corrupción como la 

extorsión, los malos tratos a los familiares de los internos, así como los abusos de 

la autoridad, adecuar la industria a las necesidades de los internos para que 

reciban un salario y se les entregue cuando éstos hayan compurgado su 

sentencia. 

 

 Mi propuesta respecto a la drogadicción, es que las autoridades de salud 

realicen un estudio a todos los internos de todas las cárceles del país, a efecto de 

que se detecten quienes son los que consumen drogas y de qué tipo, para que las 

mismas autoridades realicen el tratamiento correspondiente para lograr la 
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desintoxicación de los reclusos, administrándoles las misma autoridad las drogas 

requeridas, dosificándoles de acuerdo a la necesidad de cada uno, disminuyendo 

paulatinamente la dosis hasta llegar a su completa recuperación. 

 

 Con esto se lograría la desintoxicación del interno, y se atacaría, aunque 

no en su totalidad, el narcotráfico dentro de los centros de readaptación social.  

 

Además Implementar programas contra las adicciones. Que se vaya 

mejorando la calidad y cantidad de comida, así como los servicios de salud, y que 

los custodios estén bien preparados y capacitados, crear la carrera para las 

autoridades y custodios que pretenden laborar como servidores públicos en el 

sistema penitenciario; respecto a las autoridades, estas deberán de realizar un 

curso de cuando menos un año de duración, dónde se les imparta clases 

relacionadas con el derecho penitenciario, siendo una capacitación permanente. 

 

  Por último cabe señalar, que todo lo anterior también evitará los motines, 

aspectos común en las penitenciarías. Con estos postulados se puede ir 

disminuyendo el hacinamiento, y con estos programas se lograr la readaptación 

social para así ir combatiendo la reincidencia.               
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CONCLUSIONES 

 
 Concluiremos el presente trabajo con un breve resumen de los problemas 

principales que causan la sobrepoblación en los Centros de Readaptación Social, 

así como las propuestas que en un momento dado tratarían de resolver este 

mismo problema, a través de la administración y procuración de justicia, este 

último aplicado a las autoridades que se encargan de impartirla y, encaminada 

directamente a las autoridades carcelarias. 

 

 

 1.- Es de apreciarse, a simple vista, que en nuestra sociedad se ha 

incrementado enormemente la delincuencia, específicamente la delincuencia 

organizada como es el caso del secuestro y el narcotráfico; considero que la 

causa principal de este problema  se deriva directamente de la desintegración 

familiar. Es preciso que las autoridades correspondientes tomen cartas en el 

asunto, es decir que laboren y produzcan anuncios publicitarios en el sentido de 

unir nuevamente a nuestras familias mexicanas. Esto se puede lograr a partir con 

convenios realizados con los medios de comunicación, en donde estos mismos 

otorguen al gobierno federal y estatal los espacios necesarios para difundirlos. 

 

 2.- Se ha constatado que las construcciones penitenciarias ya no son las 

adecuadas, en razón de que la delincuencia ha rebasado a la sociedad. Además, 

los centros penitenciarios federales y estatales no cuentan con las instalaciones 

necesarias para procurar la readaptación social del delincuente. La solución no es 

crear centros penitenciarios sino atacar en una forma frontal y decidida a la 

delincuencia. 

 

 3.- Existe y ha existido en los centros penitenciarios de toda la República 

Mexicana, “la corrupción”, admitiendo que ésta se da primordialmente por los 

celadores o guardias, así como por las autoridades que laboran dentro y fuera de 

los centros penitenciarios. Respecto a los celadores o guardias hay que 

profesionalizarlos por lo menos dos años, creando la carrera de custodios a nivel 

federal y estatal, con una capacitación progresiva y con una remuneración 
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bastante sólida, para que no tengan la inquietud de corromperse cuando sean 

habilitados como servidores públicos. Respecto a las autoridades que laboren 

dentro y fuera, sería conveniente capacitarlos permanentemente; pero también se 

deben profesionalizar, en primer término de una manera global, y posteriormente 

especializarlos en las diferentes áreas de las direcciones y subdirecciones de los 

centros penitenciarios, también con una remuneración suficiente.  

 

 4.- Tomar en cuenta que el trabajo que deben desempeñar todos los 

internos  dentro de los centros penitenciarios, tenga como objeto la readaptación 

social de los mismos, y este trabajo sea obligatorio para adquirir su preliberación. 

 

 5.- También es necesario ampliar el horizonte para cumplir la readaptación 

social de los internos, como objetivo primordial, respecto  a que la educación que 

se imparte en los mismos sea obligatoria también para adquirir su preliberación, 

con esto vamos a ir estimulando a los internos a que estudien. 

 

 6.- Es de suma importancia que exista una clasificación en los reclusorios, 

empezando, por los sentenciados quienes sean trasladados a penitenciarias para 

que compurguen su sentencia; posteriormente los reincidentes sin ningún 

beneficio de preliberación pero que trabajen y estudien, y no sea optativo; por 

último los procesados informándoles que para poder obtener su libertad es 

requisito el trabajo y la escuela. 

 

 7.- Profesionalizar a las autoridades carcelarias es de suma importancia, 

creando la carrera para autoridades y custodios que pretendan laborar como 

servidores públicos en el área penitenciaria. 

 

 8.- El reglamento de reclusorios que existe, ya es obsoleto, por lo que es 

necesario crear un nuevo reglamento adecuado a la realidad, mismo que debe de 

estar concatenado con las legislaciones aplicables en la materia (constitucional, 

penal, procesal y servidores públicos), con el objeto de que exista una armonía 

jurídica aplicable a todos y cada uno de los centros penitenciarios federales y 

estatales que existen en nuestro país. 
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